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l Presidente de la Corte Suprema de Jus-
ticia de Costa Rica, D. Luis Paulino Mora 
Mora, presentó un informe anual sobre 
los avances del Programa TIUS (Tecnolo-
gías de la Información y Justicia).
Este programa está fi nanciado en una 
parte por el Banco Interamericano de 
Desarrollo mediante el  Programa TIUS/
Justicia Efectiva en el contexto de una 
iniciativa conjunta con la Cumbre Judicial 
Iberoamericana. El resto del mismo se 
fi nancia con el esfuerzo de las diferentes 
instituciones que integran la Cumbre Ju-
dicial Iberoamericana.
Actualmente el programa trabaja en cin-
co proyectos:
—TIUS/Justicia Efectiva
—Red de Videoconferencia Iberoame-
ricana
—Cartera de Proyectos
—Convenios de 
Intercambio de 
Información
—Brecha Di-
gital en la Jus-
ticia

El proyecto TIUS/Justicia Efectiva se en-
cuentra en la fase de ejecución por parte 
del Banco Interamericano de Desarrollo con 
la  colaboración del grupo del Programa TIus.    
Como parte de las actividades se realizó un diagnóstico con el cual 
se pretende determinar las necesidades y desafíos actuales  en la 
coordinación de instituciones del sistema judicial y en acceso a 
servicios judiciales.   Además se está realizando una recopilación 
acerca de las mejores prácticas a nivel mundial en el uso de nue-
vas tecnologías en el sector.   Una vez 
concluido todos estos estudios serán  
puestos en conocimiento de las autori-
dades judiciales de cada país miembro.

Respecto a la creación de la Red de 
Videoconferencia Iberoamericana, el 
proyecto está siendo ejecutado  por 
representantes del grupo técnico de: 
Chile, Colombia, Panamá, Puerto Rico y Costa Rica, quien lo coordina.   
El propósito fundamental de este proyecto es proveer tanto  a la 
Cumbre Judicial Iberoamericana, así como a sus países miembros,  
la plataforma tecnológica adecuada y los protocolos necesarios, 
para realizar de forma coordinada, precisa y oportuna  la transmisión 
de todas aquellas actividades  en donde se considere relevante  
diseminar la información a los países miembros,  sean actividades 
ofi ciales de la organización, o bien,  de capacitación, conferencias, 
reuniones o  aquellas otras propias de la Administración de Justicia. 
De acuerdo con el informe presentado, se espera que a mediados 
de 2011 esté implementada dicha Red.

En cuanto a la Cartera de Proyectos,  el grupo está integrado por 
Argentina (Rio Negro), Nicaragua, Uruguay, Portugal y Paraguay 
quien lo coordina, y se trabaja para la conformación de una Base de 
Datos de Proyectos Tecnológicos implementados en los diferentes 
países que conforman la Cumbre Judicial Iberoamericana, que se 
encuentre actualizada y accesible por parte de los diferentes Miem-
bros a efecto de implementar la cooperación y la transferencia de 

conocimiento.   En esta base de datos se 
tendrá la información acerca  de:   
—Sistemas de Información que pueden 
ser donados entre Instituciones, creando  
un ambiente de cooperación internacio-
nal  permitiendo con ello el ahorro de  
recursos entre las diferentes Instituciones. 
—Bases de datos de conocimiento, en 
donde se almacenarán experiencias  sean 
de índole técnico, de desarrollo, imple-
mentación, entre otras.  Relacionadas 
con proyectos informáticos del sistema 
judicial, las cuales pueden facilitar, o ser-
vir como base para el desarrollo de otros 
proyectos similares en otros países, o en 
su defecto, para la solución de alguna inci-
dencia que pudiera estarse presentando.
—Además se espera poder incorporar 
herramientas tipo chat y foros de discu-
sión en una página propia del  Programa 

TIus que fa-
cilite la comunicación entre 

todos los países miembros a fi n 
de interactuar de forma directa.

Próximamente el grupo de Trabajo de la Cartera de Proyectos es-
tará recopilando información mediante formularios  con el fi n de 
levantar la información requerida para el proyecto lo cual se les 
estará comunicando  de forma oportuna.

Respecto de las actuaciones de-
signadas como “Convenios de 
Intercambio de Información” se 
está a la espera de la elaboración 
del plan de trabajo respectivo.

En cuanto al proyecto de “Brecha 
Digital en Justicia”, en la pasada 
Reunión Preparatoria llevada a 

cabo en Asunción -  Paraguay, se designó a un grupo  conformado 
por los países miembros del  Programa TIus de e-Justicia  con el fi n 
de que  trabajen en la generación de un instrumento que permita 
medir el grado de penetración de las Tecnologías de Información 
en el sector Justicia,  permitiendo a la  Cumbre Judicial Iberoame-
ricana así como a los países miembros contar con  información 
que les facilite la toma de decisiones  en temas de Tecnologías de 
Información.    Se espera a partir del mes de marzo iniciar con las 
labores propias de este proyecto.

Por último indica  D. Luis Paulino Mora en su informe, que le  es 
grato informar que el  Programa TIus fue presentado durante el 
VIII Seminario de Gestión Judicial realizado  a fi nales  de noviembre 
en Brasilia – Brasil, y  en la conferencia de e-Courts realizada por la 
National Center for State Courts  en Las Vegas – Nevada, siendo 
acogido el Programa  en ambos eventos de forma satisfactoria.

Luis Paulino Mora Mora
Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica
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Europa 

suscribe la 

Carta Magna 

de los jueces

Estado de Derecho y Jus  cia 
1. El poder judicial cons  tuye uno de los tres poderes de todo Estado demo-
crá  co. Su misión es garan  zar la existencia del Estado de Derecho y asegurar 
de este modo la correcta aplicación del Derecho, de modo imparcial, justo,  
equita  vo y efi caz.

Independencia de los jueces 
2. La independencia y la imparcialidad del juez cons  tuyen presupuestos 
indispensables para el funcionamiento de la jus  cia. 

3. La independencia del juez debe ser estatutaria, funcional y económica. 
Debe ser garan  zada respecto de los otros poderes del Estado, los jus  ciables, 
los demás jueces y la sociedad en general, por las normas jurídicas internas 
de más alto rango. Incumbe al Estado y a cada juez promover y preservar la 
independencia judicial. 

4. La independencia del juez debe estar garan  zada en el marco de la ac  vi-
dad judicial, en par  cular respecto de la selección, el nombramiento hasta la 
edad de jubilación, la promoción, la inamovilidad, la formación, la inmunidad 
judicial, la responsabilidad disciplinaria, la renumeración y la fi nanciación del 
poder judicial. 

Garan  as de la independencia 
5. Las decisiones sobre la selección, el nombramiento y la carrera profesional 
deben basarse en criterios obje  vos y han de ser adoptadas por el órgano 
encargado de garan  zar la independencia.  

6. Los procedimientos disciplinarios deben desarrollarse ante un órgano in-
dependiente, con posibilidad de recurso ante un tribunal. 

7. El Estado debe garan  zar, previa consulta con el poder judicial, los medios 
humanos, materiales y económicos necesarios para el buen funcionamiento 
de la jus  cia. Se debe reconocer y garan  zar por Ley a los jueces una remu-
neración y un sistema de jubilación adecuados, que les amparen frente a 
cualquier infl uencia indebida.  
   
8. La formación inicial y con  nua es un derecho y un deber del juez. Debe estar 
organizada bajo el control del poder judicial. La formación es un elemento 
importante para garan  zar la independencia de los jueces, así como la calidad 
y efi cacia del sistema judicial.  

9. El  poder judicial debe estar  implicado en todas las decisiones 
que afecten al ejercicio de funciones judiciales (organización de 
los tribunales, normas procesales, otras ac  vidades legisla  vas).  

10. En el ejercicio de su función jurisdiccional, el juez no puede 
recibir ninguna orden ni instrucción, ni estar some  do a ningún 
 po de presión jerárquica, y está vinculado únicamente a las 

normas del ordenamiento jurídico.

11. Los jueces deben asegurar la “igualdad de armas“ entre el 
ministerio público y la defensa. El régimen de independencia 
de los fi scales cons  tuye una exigencia fundamental del Estado 
de Derecho. 

12. Los jueces  enen derecho a adherirse a las asociaciones 
judiciales nacionales e internacionales, que asumen la tarea de 
defender la misión del poder judicial en la sociedad.

Órgano encargado de garan  zar  la independencia 
13. Para garan  zar la independencia de los jueces, cada Estado 
debe crear un Consejo de la Jus  cia u otro órgano específi co, 
que sea independiente de los poderes ejecu  vo y legisla  vo, 
provisto de las más amplias competencias para decidir sobre 
todas las cues  ones que afecten al estatuto de los jueces, así 
como a la organización, al funcionamiento y a la imagen de las 
ins  tuciones judiciales. El Consejo debe estar compuesto, bien 

en exclusiva por jueces, o, en su caso, por una mayoría sustancial 
de jueces elegidos por ellos mismos. El Consejo de la Jus  cia  ene 
que rendir cuentas de sus ac  vidades y de sus decisiones.  

Acceso a la jus  cia y transparencia 
14. La jus  cia debe ser transparente y la información sobre el 
funcionamiento del sistema judicial debe ser pública.  

15. El juez debe actuar para asegurar la consecución de una so-
lución rápida, efi caz y a un coste razonable de los li  gios; debe 
contribuir a la promoción de métodos alterna  vos de resolución 
de confl ictos.  

16. Las decisiones de ordenación del procedimiento y las resolu-
ciones judiciales, deben estar redactadas en un lenguaje accesible, 
simple y claro. El juez debe dictar resoluciones mo  vadas, pro-
nunciadas en audiencia pública, dentro de un plazo razonable, y 
basadas en un proceso equita  vo y público. El juez debe u  lizar 
técnicas adecuadas de ges  ón procesal (case management).

17. La ejecución de las resoluciones judiciales es uno de los com-
ponentes esenciales del derecho a un proceso equita  vo y una 
garan  a de la efi cacia de la jus  cia.

É  ca y responsabilidad 
18. La actuación de los jueces debe estar guiada por principios 

deontológicos, diferenciados de las normas disciplinarias. Estos 
principios deben emanar de  los propios jueces y han de estar 
incluidos en su formación.

19. En cada país el estatuto o la carta fundamental aplicable a 
los jueces debe defi nir las infracciones que pueden dar lugar a 
sanciones disciplinarias, así como el procedimiento disciplinario. 

20. El juez ha de responder penalmente, conforme a las normas 
generales, por las infracciones come  das al margen de sus funcio-
nes. No se puede atribuir responsabilidad penal al juez por hechos 
no intencionados come  dos en el ejercicio de sus funciones. 

21. Los errores judiciales han de corregirse en el marco de un 
sistema adecuado de recursos. La reparación por otras formas 
de funcionamiento anormal de la administración de jus  cia co-
rresponde exclusivamente al Estado.

22. Salvo en los casos de infracciones intencionadas no resulta 
adecuado que el juez, en el ejercicio de sus funciones, quede 
expuesto a responsabilidad personal, incluso en el caso de acción 
de repe  ción por el Estado.

Tribunales internacionales  
23. Estos principios se aplicarán muta  s mutandis a los jueces de 
todos los tribunales europeos e internacionales. 

Proclamada el 17 de noviembre de 2010 en el “Palais de l’Europe“, sede del Consejo de Europa en Estras-

burgo, durante la ceremonia de conmemoración del X Aniversario del Consejo Consultivo de Jueces 

Europeos del Consejo de Europa, con ocasión de la celebración de su undécima reunión plenaria.

Con ocasión de su Décimo Aniversario, el CCJE ha adoptado durante el desarrollo de su 11ª reunión plenaria, la Carta Magna de los Jueces (principios fun-

damentales), en la que se sintetizan y codifi can las principales conclusiones de los Informes que ya han sido aprobados. Cada uno de esos 12 Informes, so-

metidos por el CCJE a la atención del Comité de Ministros del Consejo de Europa, contiene detalles complementarios sobre los temas que se enuncian en el 

siguiente documento (ver www.coe.int/ccje), donde están disponibles los doce informes traducidos al español, en traducción supervisada por los miembros 

del CCJE designados por España).
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Los días 14 a 16 de Noviembre de 
2010, se celebró en la Ciudad de 
Cádiz el XI Encuentro de Magistra-

das de Iberoamérica. Este Encuentro, 
que fue organizado gracias al Consejo 
General del Poder Judicial de España, 
a la Universidad de Cádiz, al ILANUD 
(programa Mujer, Justicia y Género) y a 
la Fundación Justicia y Género (que os-
tenta la Secretaría Técnica), supone la 
continuación de estos Encuentros que 
se vienen realizando desde que en el 
año 2000 se viera la necesidad de dar a 
conocer a las máximas autoridades ju-
diciales latinoamericanas las activida-
des que, a través de cursos y talleres de 
capacitación se venían realizando en el 
área de género. Era necesario que las 
mujeres con cargos de decisión dentro 
del sistema judicial pudieran contribuir 
al proceso de concienciación de qué 

cambios eran necesarios para avanzar 
en una justicia de género en América 
Latina.

Fue así como se pensó en realizar 
anualmente un Encuentro de Magistra-
das de los más altos Órganos de Justicia 
de América Latina que debería enmar-
carse en el planeamiento estratégico 
que se estaba llevando a cabo.

De esta manera, desde el año 2000, se 
han venido realizando estos Encuentros. 
El primero de ellos se celebró en San 
José de Costa Rica, con el tema central 
del acceso a la justicia y la perspectiva de 
género. Su objetivo fue sentar las bases 
de los Encuentros posteriores por medio 
de la elaboración de una Declaración y 
un Plan de Acción. En consecuencia, la 
Declaración de San José y su Plan de Ac-
ción fi jaron respectivamente los Princi-
pios Rectores de los Encuentros y las Di-

rectrices Programáticas, que han infl uido 
desde entonces en el trabajo ejecutado 
en la región para la incorporación de la 
perspectiva de género en el quehacer 
de la administración de justicia.

Los objetivos de Encuentro vienen re-
cogidos en el artículo 3 de su Estatuto 
–fi rmado en la Ciudad de Panamá el 4 
de Diciembre de 2001- y son:

a) Promover y llevar adelante el diálo-
go y la cooperación de los altos Órganos 
del Sistema de Justicia de las Américas y 
el Caribe que la integran, con el objeto 
de incorporar la perspectiva de género 
en la administración de justicia

b) Impulsar un fl uido intercambio de 
información relacionada con temas de 
justicia y género

c) Recoger criterios sobre principios 
básicos de la incorporación de la visión 
de género en el derecho con el fi n de 

procurar una aproximación de los dis-
tintos sistemas de la administración de 
justicia

d) Formular recomendaciones para 
promover la incorporación de la pers-
pectiva de género en la administración 
de justicia

e) Informar periódicamente a los de-
más participantes del Encuentro sobre 
los cambios sustanciales en la legisla-
ción nacional y, en general en materias 
relacionadas con la administración de 
justicia con perspectiva de género

En España no se había realizado nin-
guno de los Encuentros, por tal motivo 
y con ocasión de la conmemoración del 
bicentenario de la Constitución de Cá-
diz se ofreció la posibilidad de celebrar 
el XI Encuentro en esta Ciudad. Dicho 
Encuentro fi nalmente se realizó los días 
14 a 16 de Noviembre, desarrollándo-

Inmaculada Montalbán, de la Alcaldesa 
de Cádiz, Dña. Teófi la Martínez Sáez, de 
la Consejera de Igualdad de la junta de 
Andalucía, Dña. Micaela Navarro Gar-
zón, del Presidente del Consorcio del 
Bicentenario, D. Luis Pizarro Medina y 
de la Presidenta de la Fundación Justicia 
y Género, Dña. Roxana Arroyo Vargas.

Durante las jornadas se impartieron 
conferencias sobre “La Constitución de 
Cádiz como fundamento del Constitu-
cionalismo Iberoamericano”, “Constitu-
cionalismo y Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos de las Mujeres”, 
“Igualdad y no discriminación por ra-
zones de género en las Constituciones 
de Iberoamérica” y “La Jurisprudencia 
Constitucional por la Igualdad de Gé-
nero y la No Discriminación”. 

También se organizaron cinco mesas 
de trabajo en las que se debatieron los 
siguientes temas:

1. “Las buenas prácticas para promo-
ver la igualdad de género en la aplica-
ción del Derecho”

2. “Organismos de Igualdad en la ca-
rrera Judicial”

3. “Sistema de asilo frente a la perse-
cución por razón de género”

XI Encuentro de Magistradas de Iberoamérica 

se las actividades en los locales de la 
Facultad de Enfermería y Fisioterapia 
de la Universidad de Cádiz. El acto de 
inauguración tuvo lugar el domingo día 
14 de Noviembre en el salón de Actos 
de la Facultad, con presencia del Rector 
de la Universidad de Cádiz, D. Diego 
Sales Márquez, de la Presidenta de la 
Comisión de Igualdad del CGPJ, Dña. 

 “Por una Justicia de Género”

4. “Igualdad y no discriminación en 
los Derechos Civiles”

5. “Igualdad y no discriminación en 
los derechos Económicos, Sociales y 
Culturales”

Finalmente el día 16 de Noviembre 
y ante el Monumento a Las Cortes de 
Cádiz se presentó la Declaración de 
Cádiz..
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Carlos Dívar, Presidente del Tribunal Supremo y del 
Consejo General del Poder Judicial del Reino de Espa-
ña, asistió en su calidad de Presidente de la Secretaría 

Permanente de la Cumbre Judicial Iberoamericana a la XX 
Cumbre Iberoamericana de Jefes y Jefas de Estado y de 
Gobierno.. La presencia de Dívar en la Cumbre obedeció 
a la voluntad de proyectar y afi anzar al más alto nivel los 
logros alcanzados hasta la fecha por la Cumbre Judicial, así 
como a la de impulsar nuevas acciones y alianzas en aras 
al fortalecimiento de nuestra organización.

A lo largo de las dos intensas jornadas que marcaron la 
agenda de Dívar en Mar del Plata se sucedieron entrevistas 
con diferentes líderes y autoridades que se congregaron en 
dicha ciudad. En uno de los encuentros mantenidos con el 
Secretario General Iberoamericano, Enrique V. Iglesias, se 
acordó intensifi car los contactos con la Secretaría General 
Iberoamericana, con el fi n de intercambiar información y 
eventualmente defi nir posibles áreas de trabajo, iniciativas 
y proyectos.

Dívar lanzó asimismo la propuesta de creación de la 
Conferencia Iberoamericana de la Justicia, un foro que 
congregaría a todos los actores del sector y que permitiría 
identifi car desde una perspectiva transversal las grandes 
prioridades, así como coordinar estrategias y acciones. 
La Conferencia no limitaría la capacidad de acción de las 
organizaciones y redes actualmente existentes sino que 
les brindaría oportunidades para establecer grandes con-
sensos, hallando sinergias y defi niendo posibles líneas de 
trabajo conjunto.

De hecho, lo que se vislumbra detrás de esta propuesta 
es la voluntad de establecer mecanismos que permitan 
una mejor interacción y coordinación entre las redes, y por 
consiguiente forjar así mayores potencialidades.

Con esta actividad Dívar culminó un año especialmente 
fructífero en la región, en el que se sucedieron visitas insti-
tucionales a Argentina, Chile, México y Uruguay, así como 
un encuentro en la República Dominicana con los Presiden-
tes de la región Centro-América y Caribe. De esta forma, 
el Presidente de la Secretaría Permanente de la Cumbre 
Judicial Iberoamericana deja patente su compromiso con 
los Poderes Judiciales de Iberoamérica, y su voluntad de 
impulsar los diferentes procesos y acciones de la Cumbre.

La XX Cumbre Iberoamericana de Jefes y Jefas de Estado 
y de Gobierno giró entorno al eje temático “educación para 
la inclusión social”, con el ineludible objetivo de lograr 
una educación con inclusión social intra e intercultural en 

la región iberoamericana de calidad para todos y todas, 
para promover una Iberoamérica más justa, con desarrollo 
económico, social y cultural en el marco de sociedades 
democráticas, solidarias y participativas que promuevan 
el bienestar de todos los habitantes de la región.

Es asimismo importante destacar que en esta Cumbre 
se adoptó una cláusula de compromiso con la promo-
ción, defensa y protección del Estado de Derecho, del 
orden democrático, de la soberanía de los pueblos, de 
los Derechos Humanos y las libertades fundamentales. 
Esta “clausula democrática” se podrá aplicar desde que 
el gobierno constitucional de un Estado miembro con-
sidere que existe una amenaza de ruptura o alteración 
del orden democrático que lo afecte gravemente, y per-
mitirá la adopción de acciones concretas concertadas 
de cooperación y el pronunciamiento de la comunidad 
iberoamericana para la defensa y preservación de su 
institucionalidad democrática.

Los mandatarios y mandatarias reunidos en Mar del 
Plata suscribieron también un programa de acción en 
el que se destacan los resultados alcanzados por la XV 
Cumbre Judicial Iberoamericana, y por la III Feria de Jus-
ticia y Tecnología organizada simultáneamente con la 
celebración en Montevideo de la Asamblea Plenaria de 
Presidentes y Presidentas.

En dicho programa, y por lo que se refi ere al área de 
Justicia, se acordó reforzar la cooperación entre los paí-
ses iberoamericanos, con vistas a intercambiar buenas 
prácticas que busquen fortalecer y agilizar la cooperación 
en materia civil, mercantil y penal, o en otras materias a 
acordar entre las Partes, mediante la utilización de las 
nuevas tecnologías en el área de justicia, saludando la 
creación del Portal Iberoamericano de Justicia Electrónica 
de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países 
Iberoamericanos (COMJIB).

Asimismo, se celebró la aprobación del Convenio Ibe-
roamericano en lo concerniente al uso de la Videocon-
ferencia en la Cooperación Internacional entre Sistemas 
de Justicia, que tiene como objetivo favorecer el uso de 
esta tecnología como un medio concreto para agilizar 
la cooperación.

Las próximas Cumbres tendrán lugar en Paraguay 
(2011), España (2012) y Panamá (2013). Por lo que respec-
ta a la Cumbre Judicial Iberoamericana las dos siguientes 
Asambleas Plenarias de Presidentes y Presidentas se 
llevarán a cabo en Argentina y en Chile.

Mar del Plata acogió a la XX Cumbre Iberoamericana
 de Jefes de Estado y de Gobierno



CUMBRE10 CUMBRE 11

La XX Cumbre en imágenes
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El año 2010 marcó el relanzamien-
to de las actividades del Consejo 
Judicial Centroamericano y el 

readecuamiento normativo de dicho 
órgano. Durante el mes de febrero, en 
el Encuentro de Presidentes de Cortes 
Supremas y/o Tribunales Supremos 
de Justicia y Presidentes de Consejo 
de la Judicatura de España, Centroa-
mérica y el Caribe realizado en Santo 
Domingo de Guzmán, República Do-
minicana, los presidentes de Cortes 
Supremas de Costa Rica, Puerto Rico, 

Guatemala, Nicaragua, Panamá y Re-
pública Dominicana solicitaron a Hon-
duras, en su calidad de Secretaría Per-
manente, la convocatoria del Consejo 
para el mes de abril del mismo año en 
la ciudad de Montevideo, Uruguay, 
donde se estaría celebrando la Asam-
blea Plenaria de la XV Cumbre Judicial 
Iberoamericana. 

El Consejo Judicial Centroamericano, 
con el fi n de continuar la integración 
de la administración de justicia en el 

ámbito Centroamericano, de Puerto 
Rico y República Dominicana, celebró 
su reunión el 27 de abril de 2010 en 
Montevideo. En esta reunión, Hondu-
ras presentó un informe sobre el Esta-
do de Ejecución de las Resoluciones 
y Acciones adoptadas por el Consejo 
Judicial Centroamericano en su última 
reunión celebrada en octubre de 2007 
en San Salvador, El Salvador. De igual 
forma se adoptaron como principales 
resoluciones de dicho encuentro, las 
siguientes: 1) Convocar a los miem-

bros del Consejo Judicial Centroame-
ricano para los días 28 y 29 de octubre 
en Costa Rica, con la fi nalidad de apro-
bar la regulación interna del referido 
organismo previa presentación de 
observaciones y recomendaciones a 
la normativa por parte de los miem-
bros; 2) Confi rmar la designación de 
la presidencia de la Corte Suprema 
de Justicia de Honduras como Secre-
taría Permanente del Consejo Judicial 
Centroamericano; y fi nalmente, 3) In-
vitar al Dr. Jorge Carrera Domenech 

a la reunión del Consejo a fi n de esta-
blecer una alianza estratégica con la 
Cumbre Judicial Iberoamericana en 
apoyo a los temas a desarrollar por el 
Consejo Judicial. 

Como acción preparatoria de la reu-
nión del Consejo que tendría lugar en 
Costa Rica, los puntos de contacto se 
reunieron en Tegucigalpa, Honduras, 
los días 14 y 15 de octubre donde ela-
boraron el preliminar de las normas 
de funcionamiento de dicho Consejo. 

Durante los días del 28 al 30 de oc-
tubre en las ciudades de Santo Do-
mingo de Heredia y Puntarenas, Costa 
Rica, se celebró la Reunión del Con-
sejo Judicial Centroamericano. En la 
misma participaron los presidentes 
Luis Paulino Mora Mora, anfi trión de la 
reunión; Jorge Rivera Avilés, de Hon-
duras; Alba Luz Ramos Vanegas, de 
Nicaragua; Aníbal Salas Céspedes, de 
Panamá; Federico Hernández Denton, 
de Puerto Rico y Jorge A. Subero Isa, 
de República Dominicana. Así como 
los magistrados María Luz Regala-
do Orellana, de El Salvador y Gabriel 
Medrano Valenzuela, de Guatemala. 
Como país observador estuvieron los 
Estados Unidos Mexicanos en la per-
sona de Gilberto de Guzmán Bátiz.  En 
el marco de la misma, la presidenta de 
la República de Costa Rica, Laura Chin-
chilla, sostuvo un encuentro con los 
Presidentes de las Cortes asistentes. 

Como primer punto de agenda, la 
Secretaría Permanente del Conse-
jo presentó el informe ejecutivo de 
actividades donde se destacó, entre 
otros puntos: la instalación de una 
ofi cina especializada para el funcio-
namiento de la Secretaría Permanen-
te del Consejo. 

A seguidas tuvo lugar una video 
conferencia con representantes del 
Consejo General del Poder Judicial 
del Reino de España y de la Secreta-
ría Permanente de la Cumbre Judicial 
Iberoamericana, en la que se puso de 
manifi esto la intención de ambas or-
ganizaciones de aprovechar mutua-
mente las experiencias y buenas prác-
ticas desarrolladas y establecer para 
ello una alianza estratégica que sirva, 

incluso para potenciar el desarrollo de 
la Secretaría Permanente del Consejo 
Judicial Centroamericano.

Fruto de los trabajos de análisis lle-
vados a cabo por los presentes, se 
aprobó la Declaración de Garabito, 
mediante la cual se logró la modifi ca-
ción y posterior aprobación del Esta-
tuto del Consejo Judicial Centroame-
ricano, como órgano del Sistema de la 
Integración Judicial de Centroamérica 
(SIJCA). Los principales objetivos del 
referido estatuto radican en el fomen-
to de la cooperación institucional y 
la solidaridad entre los Poderes Ju-
diciales de los países miembros y en 
el establecimiento de un sistema de 
divulgación de mejores prácticas en 
la implementación de actuaciones 
judiciales, sistemas de gestión, entre 
otros. Asimismo, el Estatuto procura 
promover toda acción que conlleve 
la armonización de las legislaciones 
judiciales de los países miembros y la 
realización y publicación de estudios 
sobre temáticas de interés para los 
sistemas judiciales de Centroamérica 
y el Caribe. 

Por otro lado, se confi rmó a la Cor-
te Suprema de Justicia de Honduras 
como Secretaría Permanente y a la 
Corte Suprema de Justicia de Hon-
duras como sede y Presidencia Pro-
Tempore de la próxima reunión del 
Consejo Judicial Centroamericano, a 
celebrarse en el año 2011. 

En cuanto al Centro de Capacitación 
Judicial para Centroamérica y El Cari-
be, se designó a la Corte Suprema de 
Justicia de Costa Rica como sede y res-
ponsable de impulsar todas las accio-
nes que conlleven el logro de los ob-
jetivos establecidos por dicho Centro. 

El 2010 cierra con broche de oro para 
el Consejo Judicial Centroamericano. 
Le auguramos un 2011 lleno de nue-
vos proyectos y acciones en pro de la 
integración de políticas en materia de 
aplicación de justicia y seguridad jurí-
dica entre los Poderes Judiciales y con 
ello la mejora de la administración de 
justicia de los países de la región. 

DIANIVEL GUZMAN

RELANZAN EL CONSEJO JUDICIAL 
CENTROAMERICANO

Foto ofi cial de la reunión del Consejo. De izquierda a derecha, Jorge Alberto Rivera Avilés (Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Honduras), Luis Paulino 
Mora Mora (Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica), Alba Luz Ramos Vanegas (Presidenta de la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua),  
Jorge A. Subero Isa (Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la República Dominicana), Federico Hernández Denton (Juez Presidente del Tribunal Su- 
premo de Puerto Rico), Aníbal Salas (Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Panamá)
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Durante el presente año, el Ministerio Públi-
co de la Defensa ha realizado diversas accio-
nes institucionales dirigidas a hacer efectivos 
los preceptos establecidos por las Reglas de 
Brasilia. Cabe señalar que el diseño de polí-
ticas de acceso a la justicia sólo es posible en 
tanto este Ministerio Público posee autono-
mía funcional, en virtud de un mandato cons-
titucional, siendo la Defensora General de la 
Nación, la máxima autoridad del organismo. 
En este breve informe, se dará cuenta de las 
iniciativas que entendemos relevantes con el 
objeto de brindar un insumo técnico para su 
posible réplica en los países de la región.
II. Actividades de difusión de las Reglas de 
Brasilia.
El día 10 de mayo de 2010 se llevó a cabo 
el Taller sobre “Análisis de las Reglas de 
Brasilia sobre acceso a la justicia de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad”, reali-
zado en la sede de la Cancillería Argentina, 
en Buenos Aires. Esta actividad contó con la 
participación de representantes de los tres 
sectores que integran la Administración de 
Justicia (jueces, fi scales y defensores) en los 
Estados partes y Asociados del MERCOSUR. 
Las conclusiones del taller incorporan buenas 
prácticas identifi cadas para promover el ac-
ceso a justicia de determinados sectores en 
condición de vulnerabilidad: las mujeres, los 
pobres y las personas privadas de su libertad.
En Buenos Aires, los días 19, 20 y 21 de oc-
tubre de 2010 se realizó el “II Encuentro de 
Análisis de las 100 Reglas de Brasilia”. Esta 
actividad fue organizada por la Defensoría 
General de la Nación, el Ministerio Público 
Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación y contó con el apoyo del CEJA y del 
ILANUD.
Finalmente, los días 1 y 2 de noviembre de 
2010 dicté una conferencia sobre las “Reglas 
de Brasilia y su implementación”, dirigida a 
Magistrados y Funcionarios del Poder Judi-
cial y del Ministerio Público de la Provincia 
de Salta. El curso se desarrolló en la Escuela 
de la Magistratura de la ciudad de Salta, en 
el marco del “Curso de Capacitación sobre 
Derecho Internacional – Instrumentos Nove-
dosos”. 
III. Acciones del Ministerio Público de la De-
fensa (MPD) para el acceso a justicia de per-
sonas en condición de vulnerabilidad.

Género y violencia doméstica

Con el objeto de garantizar el acceso a justicia 
de las víctimas de violencia doméstica –en su 
gran mayoría mujeres y niños–, la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación creó la Ofi cina 
de Violencia Doméstica (OVD), integrada por 

Stella Maris Martínez es 

la Defensora General de 

la Nación Argentina y  

miembro de la Comisión 

de Seguimiento de las 

Reglas de Brasilia sobre 

acceso a la Justicia de las 

personas en condición de 

vulnerabilidad.

Opinión

violencia de género un tratamiento distinto 
al que brindan a otras víctimas. Este trato 
diferenciado implica una discriminación que, 
sin duda, asegura la impunidad de estos crí-
menes y propende a su perpetuación.

Protección al refugiado
En el ámbito del MPD funciona la “Comisión 
para la Asistencia Integral y Protección al 
Refugiado y Peticionante de Refugio” que 
tiene como objetivo prestar el servicio de 
tutela judicial a los menores migrantes, no 
acompañados por un adulto, que ingresen al 
país y soliciten el reconocimiento de su ca-
lidad de refugiados. Esta representación se 
realiza tanto en el proceso judicial civil como 
ante la autoridad administrativa pertinente 
(en el caso de la Argentina, la Comisión Na-
cional para los Refugiados). 
Por otra parte, esta Comisión brinda una 
asistencia integral a través del acompaña-
miento permanente de los niños, con el ob-
jetivo de garantizarles alojamiento, atención 
médica y acceso a la educación, promoviendo 
el desarrollo de un proyecto de vida en su 
nuevo lugar de residencia.

Protección del migrante
La Comisión del Migrante del MPD brinda 
asistencia legal, en el ámbito administrativo, 
a quienes deseen recurrir órdenes de expul-
sión de la Dirección Nacional de Migracio-
nes y no cuenten con recursos económicos. 
Por otra parte, la Comisión brinda asisten-
cia integral a los extranjeros privados de su 
libertad que deseen regresar a su país tras 
cumplir la mitad del tiempo de su condena.

Asistencia legal a personas en condi-

ción de pobreza
El MPD suscribió un convenio con el Minis-
terio de Justicia, Seguridad y Derechos de la 
Nación para brindar asistencia jurídica a los 
sectores más vulnerables de la población. A 
partir de este acuerdo, abogados del MPD 
recibirán consultas jurídicas de las personas 
que viven en barrios carenciados, utilizando 
para ello los núcleos de atención que posee 
el Ministerio de Justicia en esos lugares. En 
particular, el MPD brindará representación 
legal a las víctimas de hechos de violencia 
institucional.

A modo de conclusión, cabe señalar que el 
objetivo primordial del MPD consiste en brin-
dar, a quienes necesitan de una mayor pro-
tección del Estado, herramientas efectivas 
para el reconocimiento de sus derechos.

un grupo interdisciplinario de profesionales 
que atiende consultas las 24 horas del día, 
durante todo el año. 
El MPD asignó personal especializado a esa 
ofi cina, con el objeto de brindar asesoramien-
to jurídico y patrocinio en materia penal y ci-
vil. Cabe señalar que la asistencia brindada 
por este cuerpo de abogados a mujeres con 
escasos recursos económicos, constituye una 
experiencia novedosa con el fi n de instalar en 
la agenda de la Administración de Justicia, 
una problemática históricamente ignorada.
También con relación a este grupo en con-
dición de vulnerabilidad, la “Comisión sobre 
temáticas de género” del MPD ha realiza-
do una investigación socio jurídica dirigida 
a analizar las prácticas de la justicia penal, 
en el tratamiento de los casos de violencia 
de género a la luz de los estándares interna-
cionales de derechos humanos. Como conclu-
sión de este trabajo, se pudo observar que la 
jurisdicción otorga a las mujeres víctimas de 

Opinión

Las Reglas de Brasilia 
se abren paso en Argentina

En el año 2006 la Cumbre Judicial de-

signó a Stella Maris como miembro 

de la Comisión de Seguimiento de di-

chas reglas. Desde entonces,  ha sido una 

destacada activista en pro de las Reglas, y 

ha organizado y participado en numerosas 

actividades a nivel nacional e internacio-

nal destinadas a la promoción y difusión de 

aquéllas. Stella nos habla de las actividades 

llevadas a cabo desde la Defensoría.

«Con este 
informe se 
dará 
cuenta de 
las inicia-
tivas rele-
vantes con 
el objeto 
de brindar 
un insumo 
técnico 
para su 
posible 
réplica en 
los países 
de la 
región»

«El MPD 
brindará 
repre-
sentación 
legal a las 
víctimas 
de hechos 
de 
violencia 
institucio-
nal»

En la imagen de izquierda derecha, Stella Maris,  al lado ,el Embajador Victorio Tachetti y, por último, Esteban Righi, Procurador General de la Nación.
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La Comisión Iberoamericana de Éti-

ca Judicial (CIEJ) celebró su quinta 

reunión en la Ciudad de México, 

los días 2 y 3 de diciembre de 2010.

La institución anfi triona fue en esta 

ocasión la Suprema Corte de Justicia de 

México, quien contó con el apoyo de su 

Instituto de Investigaciones Jurispruden-

ciales y de Promoción y Difusión de la 

Ética Judicial, el cual funge, por conducto 

de su Director General, como Secretario 

Ejecutivo de la CIEJ.

A la reunión asistieron los Comisio-

nados Luis María Bunge Campos (Re-

pública Argentina), Rosa María Maggi 

Ducommun (República de Chile), José 

Manuel Arroyo Gutiérrez (República de 

Costa Rica), Altagracia Norma Bautis-

ta de Castillo (República Dominicana), 

Juan Antonio Xiol Ríos (Reino de España), 

Mariano Azuela Güitrón (Estados Unidos 

Mexicanos) y Sonia Ivette Vélez Colón 

(Estado Libre y Asociado de Puerto Rico), 

designados durante la Asamblea Plenaria 

de la XV Cumbre Judicial Iberoamerica-

na, celebrada en Montevideo, Uruguay, 

los días 28 al 30 de abril de 2010, quienes 

ejercerán su mandato del 1º de septiembre 

de 2010 al 31 de agosto de 2014.

A lo largo del encuentro los Comisio-

V REUNIÓN DE LA COMISIÓN IBEROAMERICANA DE ÉTICA JUDICIALV REUNIÓN DE LA COMISIÓN IBEROAMERICANA DE ÉTICA JUDICIAL

En la fi la superior de izquierda a derecha los 

comisionados: Luis Maria Bunge Campos 

(Argentina), Juan Antonio Xiol Ríos (España), 

José Manuel Arroyo Gutiérrez (Costa Rica)

En la fi la inferior de izquierda a derecha: 

Altagracia Norma Bautista de Castillo (Repú-

blica Dominicana), Mariano Azuela Güitrón 

(México), Ministro Presidente de la SCJN Gui-

llermo I. Ortiz Mayagoitia, Rosa María Maggi 

Ducommun (Chile), Sonia Yvette Vélez Colón 

(Puerto Rico).

nados dieron un breve resumen sobre el 

estado que guarda la ética judicial en sus 

países, coincidiendo en la importancia de 

impulsar en aquellas naciones donde no 

exista un Código de Ética o se haya ini-

ciado la elaboración del mismo, en ese 

caso, se puede promover la adopción del 

Código Modelo Iberoamericano de Ética 

Judicial. Asimismo, convinieron en fomen-

tar y apoyar  que en las escuelas judiciales 

se imparta la materia de ética judicial por 

profesionales capacitados por la CIEJ para 

dicho fi nes. 

De igual forma, concurrieron en que 

la ética judicial no sólo compete ni se cir-

cunscribe a los jueces, sino también tras-

ciende a su entorno, por una parte a sus fa-

miliares y por la otra a todos los servidores 

que colaboran con ellos y que se encuentra 

involucrados en la impartición de justicia, 

sin importar tipo de cargo que ostenten. 

Por otra parte, se enfatizó, por los asisten-

tes, el hecho de que contar con Comisio-

nes Nacionales de Ética Judicial constituye 

una seguridad para aquellos jueces cuya 

reputación se ve amenazada por vaivenes 

políticos. Aspecto que refuerza, sin duda, 

la autonomía e independencia con la que 

deben actuar.

Los Comisionados asistentes, recono-

cieron la labor desplegada por la Primera 

Comisión de Ética Judicial, y por tanto 

acordaron dar continuidad y profundizar 

las líneas de trabajo, iniciativas y proyectos 

establecidas e impulsadas durante los últi-

mos cuatro años. Por ello, para mejorar y 

consolidar los resultados alcanzados, con-

tribuirán a potenciar el fortalecimiento y la 

difusión de los principios éticos conteni-

dos en el Código Modelo Iberoamericano 

de Ética Judicial, y en esa misma medida, a 

mejorar la credibilidad en la justicia, a con-

solidar el estado de derecho y robustecer 

la legitimidad de los juzgadores.

Además, de entre los retos para los 

próximos 4 años, destacaron: el dar con-

tinuidad a los Concursos Internacional de 

Trabajo Monográfi co y al Mérito Judicial; 

el consolidar la participación de los De-

legados Nacionales en los trabajos de la 

CIEJ; independizar y mejorar los conteni-

dos de la página web; así como, analizar y 

proponer las modifi caciones necesarias a 

la regulación de la CIEJ en el Código Ibe-

roamericano de Ética Judicial. 

Para ello y como un paso más en el 

fortalecimiento de la ética judicial en Ibe-

roamérica, los Comisionados determina-

ron proponer a la Secretaría Permanente 

de la Cumbre, el nombramiento, en cali-

dad de expertos permanentes, de los doc-

tores Manuel Atienza y Rodolfo Luis Vigo 

para elaborar una propuesta de modifi ca-

ción al Código Modelo Iberoamericano de 

Ética Judicial que, en su oportunidad sería 

sometida a la consideración de las instan-

cias competentes.

En esta línea, determinaron desarro-

llar un banco de información que podrá 

ser consultado en la página de Internet de 

la CIEJ, el cual estará compuesto de los 

programas de enseñanza que sobre ética 

judicial desarrollen los países miembros 

de la Cumbre Judicial Iberoamericana y 
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elaborar documentos que contengan las 

experiencias, buenas prácticas y aprendi-

zaje adquirido en la materia.

Por otro lado, los Comisionados acor-

daron desarrollar un sistema de indica-

dores que ayude a los poderes judiciales 

a evaluar sus respectivas acciones desa-

rrolladas a la luz de las metas propuestas 

sobre ética judicial. Asimismo, acordaron 

diseñar un sistema de certifi cación volun-

taria y básica de conducta, por parte de la 

Comisión Iberoamericana de Ética Judi-

cial, el cual pudiera accionarse a solicitud 

de parte interesada.

Finalmente, previa ponderación y de-

liberación, dieron a conocer a los ganado-

res de la Cuarta Edición del Concurso de 

Trabajos Monográfi cos sobre el Código 

Modelo Iberoamericano de Ética Judicial, 

bajo la temática “Motivación Judicial”: 

Paulo Mario Canabarro Trois (Brasil); 

José Sebastián Gómez Sámano (México) 

y Raphael Ramos Monteiro de Souza (Bra-

sil), fueron galardonados con el primero, 

segundo y tercer premios, respectivamen-

te. Asimismo, convocaron al V Concurso 

Internacional de Trabajos Monográfi cos 

sobre el principio especifi cado en el Có-

digo Modelo Iberoamericano de Ética 

Judicial: “Conocimiento y Capacitación”,  

estableciendo que la invitación será abierta 

para la participación de cualquier intere-

sado. A continuación, cada país miembro 

podrá seleccionar hasta tres trabajos para 

que participen éstos en la fase internacio-

nal.

Tras este encuentro han quedado asen-

tados los retos, líneas de trabajo, iniciativas 

y proyectos para la Segunda Comisión Ibe-

roamericana de Ética Judicial, quedando 

plasmado su compromiso en un su Decla-

ración Final.

Con la celebración en México DF de la V 
Reunión Anual Ordinaria de la Comisión 
Iberoamericana de Ética Judicial se abre 
una nueva etapa para este proyecto. En 
efecto, la Comisión fue renovada en su 
integridad, siguiendo lo establecido en el 
Código Modelo Iberoamericano de Ética 
Judicial, en la pasada Asamblea Plenaria de 
la XV Cumbre Judicial Iberoamericana, tras 
haber agotado los primeros comisionados 
sus cuatro años de mandato. Se ha produci-
do así el primer relevo de este órgano y el 
balance no puede ser más positivo.

 También se han iniciado diversos tra-
bajos de recopilación de las diferentes 
experiencias en materia de ética judicial 
en cada país, se han designado delegados 
nacionales, y se han promulgado dos nue-
vos códigos de ética basados en el Código 
Modelo en Panamá y en Brasil.
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Los Miembros de la Segunda Comisión Iberoamericana de 
Ética Judicial y su Secretario Ejecutivo, reunidos en la ciudad 

de México, Distrito Federal, el día 3 de Diciembre de 2010, con 
ocasión de la Quinta Reunión Ordinaria Anual de la referida Co-
misión:

CONVENCIDOS de la existencia de una identidad iberoamerica-
na que por encima de las particularidades nacionales de nues-
tros respectivos países, exhibe rasgos comunes desde los cuales 
es posible ir delineando políticas de benefi cio mutuo que, lejos 
de ignorar las individualidades de cada nación, redescubren y 
ofrecen una riqueza común.

HONRADOS con la responsabilidad que nos fue conferida por la 
Asamblea Plenaria de la XIII edición de la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana, celebrada en la República Dominicana en el mes 
de junio de 2006 y refrendada por la Asamblea Plenaria en su 
XV edición, celebrada en Montevideo, Uruguay, en abril de 2010.

CONSCIENTES de la necesidad de difundir la ética judicial como 
instrumento indispensable en la impartición de justicia que per-
mee en todos los niveles de la magistratura y todos los servido-
res judiciales, así como a la ciudadanía en general.

CELEBRAMOS que la República Oriental de Uruguay haya adop-
tado con fecha 30 de julio de 2010, el Código Modelo Iberoame-
ricano de Ética Judicial y de igual forma la determinación de Pa-
namá para que exista un órgano que se encargue del estudio, 
promoción y atención de los asuntos de ética judicial, así como 
destacamos que la República Dominicana cuenta desde 2009 
con el Código de Comportamiento Ético aprobado por la Supre-
ma Corte de Justicia, inspirado en el Código Modelo Iberoameri-
cano de Ética Judicial.

CONSTATAMOS logros y avances de la Primera Comisión Ibe-
roamericana de Ética Judicial conformada por Orlando Álvarez 
Fernández, Juan Díaz Romero, Juan Pablo González González, 
Daniel Gutierrez Proto, Fernando José Matos Pinto Monteiro, Ari 

Pargendler, Luis Fernando Solano Carrera, Sigfrido Steidel Figue-
roa y Jorge Eduardo Tenorio, en la incorporación del tema de la 
ética judicial, no sólo en el discurso de las instituciones parte de 
la Cumbre sino en su aplicación práctica e institucional, con la 
confección de los documentos fundacionales de la ética judicial 
en Iberoamérica. 

RECONOCEMOS la efi caz y generosa gestión del doctor D. Rodol-
fo Luis Vigo, como Secretario Ejecutivo de la Comisión Iberoame-
ricana de Ética Judicial, asi como la inestimable colaboración del 
doctor Carlos Ernesto Arietti, que hizo posible el funcionamiento 
de la Secretaría Ejecutiva durante los últimos cuatro años.

SUBRAYAMOS la nueva integración de la Comisión en las per-
sonas de Luis María Bunge Campos (República Argentina), Félix 
Fischer (República Federativa de Brasil), Rosa María Maggi Du-
commun (República de Chile), José Manuel Arroyo Gutiérrez 
(República de Costa Rica), Altagracia Norma Bautista de Castillo 
(República Dominicana), Juan Antonio Xiol Ríos (Reino de Espa-
ña), Mariano Azuela Güitrón (Estados Unidos Mexicanos), Sonia 
Ivette Vélez Colón (Estado Libre y Asociado de Puerto Rico), Da-
niel Gutiérrez Proto (República Oriental del Uruguay) designa-
dos durante la Asamblea Plenaria de la XV Cumbre Judicial Ibe-
roamericana, celebrada en Montevideo, Uruguay, los días 28 al 
30 de abril de 2010, quienes asumimos nuestro mandato, como 
Comisionados, desde el 1º de septiembre de 2010 hasta el 31 de 
agosto de 2014.

RECALCAMOS que para el mismo periodo se designó como Se-
cretario Ejecutivo de la Comisión al Director General del Instituto 
de Investigaciones Jurisprudenciales y de Promoción y Difusión 
de la Ética Judicial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
de los Estados Unidos Mexicanos, cargo que actualmente ocupa 
el Ministro en retiro, Comisionado Mariano Azuela Güitrón.

NOS COMPROMETEMOS a retomar, dar continuidad y acrecentar 
las líneas de trabajo, iniciativas y proyectos que desde la Primera 
Comisión acertadamente se establecieron e impulsaron durante 

QUINTA REUNIÓN ORDINARIA DE LA 

COMISIÓN IBEROAMERICANA 

DE ÉTICA JUDICIAL

DECLARACIÓN FINAL
los últimos cuatro años, para mejorar y consolidar los resultados 
ya alcanzados con la fi rme convicción de que contribuirán a po-
tenciar el fortalecimiento y la difusión de los principios éticos 
contenidos en el Código Modelo Iberoamericano de Ética Judi-
cial, y en esa misma medida, a mejorar la credibilidad en la justi-
cia y a consolidar el estado de derecho.

DECIDIMOS promover desde ahora las iniciativas y proyectos 
aprobados en esta Quinta Reunión Ordinaria.

ACORDAMOS proponer a la Secretaría Permanente de la Cum-
bre, el nombramiento, en calidad de expertos permanentes, de 
los doctores Manuel Atienza y Rodolfo Luis Vigo para elaborar 
la propuesta de modifi cación al Código Modelo Iberoamericano 
de Ética Judicial que su funcionamiento requiera.

CONVENCIDOS de la utilidad del intercambio de información y 
experiencias, elaboraremos un banco de información sobre las 
mismas, para lo cual se incorporarán dentro de la página de in-
ternet dos apartados, uno donde se puedan consultar los Pro-
gramas de Enseñanza de Ética Judicial y otro donde exista la po-
sibilidad de compartir experiencias y aprendizaje en la materia. 

PROPONDREMOS a la Secretaría Permanente de la Cumbre Judi-
cial Iberoamericana examine la posibilidad de que sea la propia 
Comisión la que administre la página web correspondiente

PROMOVEREMOS en aquellos países donde no haya Código de 
Ética, la elaboración del mismo o, en su caso, incentivar la adop-
ción del Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial; así 
como la capacitación a los capacitadores a efecto de que pro-
muevan en las Escuelas Judiciales la impartición de la materia de 
ética judicial, proporcionando apoyos idóneos para que exista 
personal preparado para ofrecer la misma.

IMPLEMENTAREMOS un sistema de indicadores que permita 
evaluar el alcance de las metas de excelencia que se proponen 
mediante la ética judicial a disposición de los poderes judiciales 
que deseen emplearlos, así como para los que voluntariamen-
te quieran someterse al mismo, contando con una certifi cación 
básica de conducta por parte de la Comisión Iberoamericana de 
Ética Judicial.

CONVOCAMOS al V Concurso Internacional de Trabajos Mono-
gráfi cos sobre el principio especifi cado en el Código Modelo 
Iberoamericano de Ética Judicial: “Conocimiento y Capacitación”, 
para lo cual la Secretaría Ejecutiva se contactará con la Secretaría 
Permanente para resolver lo relacionado a los premios. La convo-
catoria será abierta para la participación de cualquier interesado 
y cada país podrá presentar hasta tres trabajos.

RECONOCEMOS la invitación que realizan las Comisionadas de la 
República Dominicana y el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
al Secretario Ejecutivo de la Comisión para constatar los avances, 
que en materia de Ética Judicial, han alcanzado ambos países. 

FELICITAMOS a los ganadores en la Cuarta Edición del Concurso 
de Trabajos Monográfi cos sobre el Código Modelo Iberoame-
ricano de Ética Judicial, bajo la temática “Motivación Judicial”: 
Paulo Mario Canabarro Trois Neto, de Brasil; José Sebastián Gó-
mez Sámano, de México y Raphael Ramos Monteiro de Souza, de 
Brasil, galardonados con el primero, segundo y tercer premios, 
respectivamente.

RECONOCEMOS a los doctores Rodolfo Luis Vigo y Alfonso San-
tiago, por las conferencias magistrales dictadas en el marco de 
las actividades de esta Quinta Reunión.

AGRADECEMOS al Ministro en retiro Juan Díaz Romero, la impor-
tante participación que tuvo en la celebración de esta Quinta 
Reunión. 

AGRADECEMOS al Secretario Ejecutivo de la Comisión, Ministro 
en retiro D. Mariano Azuela Güitrón, así como a la Secretaría Per-
manente de la Cumbre Judicial Iberoamericana, y a su equipo de 
trabajo, por el esfuerzo realizado para la organización y coordi-
nación de esta Quinta Reunión Ordinaria.

AGRADECEMOS también a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de los Estados Unidos Mexicanos, a través de su Ministro 
Presidente D. Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, la generosidad e inte-
rés mostrado en este evento, poniendo a disposición de la Comi-
sión su estético espacio enriquecido por los murales de Santigo 
Carbonell en conmemoración del Bicentenario de la Indepen-
dencia y Centenario de la Revolución; así como al Mtro. Alfonso 
Oñate Laborde, Secretario Ejecutivo Jurídico Administrativo, al 
Lic. Víctor Manuel Castro Borbón, Director General de Relación 
Públicas Nacionales e Internacionales, al Juez Juan José Franco 
Luna, Director General de Casas de la Cultura Jurídica y Estudios 
Históricos, al Lic. Enrique Rodríguez Martínez, Director General 
del Canal Judicial, a la Lic. Mara Gómez Pérez, Directora General 
de Planeación de lo Jurídico y al Lic. Raúl Pantoja, colaborador de 
la misma.

   

LUIS MARIA BUNGE CAMPOS
Juez de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Co-
rreccional
República Argentina

ROSA MARÍA MAGGI DUCOMMUN
Ministra de la Corte Suprema de Justicia
República de Chile

JOSÉ MANUEL ARROYO GUTIÉRREZ
Magistrado de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
República de Costa Rica

ALTAGRACIA NORMA BAUTISTA DE CASTILLO
Juez Presidente Cámara Penal de la Corte de Apelación del De-
partamento Judicial de San Cristóbal
República Dominicana

JUAN ANTONIO XIOL RÍOS
Presidente de la Sala Primera del Tribunal Supremo de Justicia
Reino de España

MARIANO AZUELA GÜITRÓN
Secretario Ejecutivo
Ministro en retiro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
Estados Unidos Méxicanos

SONIA IVETTE VÉLEZ COLÓN
Jueza de Apelación
Directora Administrativa de los Tribunales
Estado Libre Asociado de Puerto Rico

  LOS COMISIONADOS 
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L
a XVIII Asamblea ordinaria de la Asociación Ibe-

roamericana de Ministerios Públicos (AIAMP) se 

celebró en Lima (Perú) del 2 al 5 de Noviembre 

de 2010 bajo el auspicio de la Fiscalía General de 

Perú.

La practica totalidad de los Ministerios Públicos de 

Iberoamerica estuvo  representada en esta Asamblea, que 

contó con la presencia de los Fiscales Generales titulares 

de España (Cándido Conde-Pumpido Touron) que ocupa 

la Presidencia de la Asociación; Chile (Sabas Chahuán Sa-

rrás); Costa Rica (Jorge Chavarría Guzmán); El Salvador 

(Romeo Barahona Meléndez); México (Arturo Chávez 

Chávez); Nicaragua (Julio Centeno Gómez); Panamá (Giu-

seppe Bonissi); Paraguay (Rubén Candia Amarilla); Perú 

(Gladys Echaíz Ramos); República Dominicana (Radhamés 

Jiménez Peña); y Uruguay (Rafael Ubiría Alzugaray).

También las Fiscalias de Argentina, Brasil, Cuba, 

Ecuador y Honduras estuvieron representadas por dele-

gados de los Fiscales Generales. 

Como ya es tradición para la Asociación de Fiscales la 

reunión se dividió en dos partes. Los dos primeros días, 2 

y 3 tuvo lugar la asamblea de la Asociación, dedicando las 

dos siguientes jornadas a la celebración de un seminario 

dedicado a la «Criminalidad Organizada: Amenazas para 

la Democracia y el Estado de Derecho». 

La Asamblea fue inaugurada en el Palacio de Gobier-

no de Perú bajo la presidencia del Presidente de la Repú-

blica del Perú don Alan García.

Tras el solemne acto de inicio el plenario de la Aso-

ciación  abordó los temas propios del funcionamiento de 

la misma. Tras el resumen por parte del Presidente don 

Cándido Conde-Pumpido Touron y del Secretario Gene-

XVIII Asamblea de la Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos

PUNTO DE ENCUENTRO TRANSOCEÁNICO 

ral don Jorge Chocair Lahsen del desarrollo 

del Plan de trabajo bianual desde la última 

asamblea, se presentaron los documentos 

en los que se plasma la labor realizada. Es de 

destacar que durante este año se ha comen-

zado el trabajo de evaluación y seguimiento 

de las Guías de Santiago sobre protección de 

víctimas y testigos, con la especial colabo-

ración de ILANUD en la  sistematización y 

resumen de los cuestionarios que refl ejan las 

actividades llevadas a cabo en el seno de cada 

Ministerio Público para la incorporación de 

esas orientaciones a su actividad diaria.

Igualmente se presentó el documento 

provisional de la futura guía de buenas prác-

ticas para las Fiscalias Iberoamericanas en 

materia de drogas y blanqueo, con la que se 

Rosa  Ana  Morán  Martínez

Fiscal Coordinadora de  la 

Sección de Cooperación 

Internacional

Fiscalía  General  del  

Estado de  España 

pretende unifi car formas de actuación en 

la persecución de estos delitos, difundir 

el uso de técnicas especiales de investiga-

ción y mejorar el intercambio rápido de 

información junto a la intensifi cación de 

la cooperación internacional en esta área 

entre las Fiscales miembros de la Asocia-

ción.

Por otro lado y de cara al futuro se acor-

dó la celebración de la próxima Asamblea 

en Brasil, en Noviembre de 2011 y se fi -

jaron temas de especial interés para  ser 

tenidos en cuenta en los próximos planes 

de trabajo de la Asociación, especialmen-

te se refl ejó el interés por la protección del 

medioambiente desde el punto de vista 

penal.

En el año 1954 se creó la denominada Asociación Interamericana de Ministerios Públicos, que después 

pasó a denominarse Asociación Iberoamericana (AIAMP), con la incorporación de España y Portugal.

Desde entonces, los Ministerios Públicos Iberoamericanos han venido cooperando con el fi n de 

contribuir a mejorar el servicio público de la Justicia en la región.

Hoy por hoy, la AIAMP es una de las redes más activas en el sector Justicia iberoamericano. Entre 

sus aportes más recientes se cuenta con su contribución a la creación de IberRed, las denominadas 

“Guías de Santiago” sobre protección de víctimas y testigos, y las “Fichas AIAMP”, plataforma virtual 

que contiene información referente al rol de los Ministerios Públicos en 20 países, procedimientos 

para solicitar las videoconferencias, sistemas aplicados a las extradiciones, protección a víctimas y 

testigos, medidas cautelares y defi nitivas sobre los bienes, entre otros temas.

Cumbre Judicial se aproxima a la XVIII Asamblea ordinaria de la Asociación Iberoamericana de 

Ministerios Públicos (AIAMP) que se celebró en Lima (Perú) del 2 al 5 de Noviembre de este año bajo 

el auspicio de la Fiscalía General de Perú, a través de este Reportaje de Rosana Morán.

AIAMP: 57 AÑOS DE SINGLADURA 

Jorge Chocair, secretario general permanente de la AIAMP, Gladys Echaiz, fi scal general del Perú, Alan García, presidente del Perú , Cándido Conde Pumpido, fi scal general de España y Radhamés Jiménez, procurador
general de la Repúblcia Domiknicana. 

Gladys Echaiz, fi scal general del Perú.
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En tres días se 

presentaron 

nueve paneles 

en los que 

participaron 

treinta 

ponentes, 

todos ellos 

conducidos 

por miembros 

destacados de 

los Poderes 

Judiciales 

europeos.

La Red Europea de Consejos de Justicia, en su Asam-
blea General celebrada en Londres entre los días 2 a 
4 de junio de 2010, adoptó la “Declaración de Lon-
dres” por la que se aprueba el informe “Ética judicial: 

Principios, valores y cualidades”  redactado entre 2009 y 
2010 por el grupo de trabajo de la propia Red en materia 
de ética judicial.

Las expectativas de la sociedad respecto de los jueces 
determinaron que por la Red Europea de Consejos de 
Justicia se adoptara la iniciativa de constituir 
un grupo de trabajo encargado de refl exionar 
sobre diversas cuestiones vinculadas a la ética 
judicial. El grupo de trabajo fue coordinado por 
la representante del Consejo Superior de la Ma-
gistratura de Francia, la Sra. Gracieuse Lacoste, 
y en el mismo participaron representantes de 
otros Consejos de Justicia u órganos similares 
de diversos países europeos (Austria, Alemania, 
Bélgica, Bulgaria, Eslovaquia, Escocia, España, 
Italia, Irlanda, Países Bajos y Rumanía). 

Desde el inicio de sus labores, el grupo de tra-
bajo mostró su interés por encontrar un punto 
de equilibrio entre la independencia judicial 
(concebida no como un privilegio, sino como 
un principio que permita al juez mantener la 
posición de imparcialidad y la efi ciencia que la 
sociedad demanda de él), la transparencia de 
las instituciones judiciales y la libertad de infor-
mación, incluyendo el derecho de la opinión 
pública a acceder a la información relevante.

 El informe del grupo de trabajo parte de la 
idea de que “la afi rmación de principios de con-
ducta profesional aplicables a los jueces forta-
lece la confi anza pública y permite una mejor 
comprensión del papel de los jueces en la so-
ciedad”, y aborda el tema de la ética judicial desde una 
óptica positiva, de manera que los deberes del juez englo-
ben, tanto los valores comunes que sirven de fundamento 
al quehacer judicial, como algunos principios de carácter 
preventivo y sus cualidades personales, en respuesta a las 
demandas de la sociedad. El informe señala en su intro-
ducción que la evolución sufrida por el papel del juez en 
las sociedades europeas (de mera “boca de la ley” a crea-
dor de derecho en alguna medida) impone nuevas res-
ponsabilidades y reglas éticas acordes con esa evolución. 

Además de la introducción, el informe comprende otras 
dos partes: la primera dedicada a los valores (principios de 
ética judicial defi nidos a partir de la pregunta “¿Qué espe-
ran del juez la sociedad y los ciudadanos?”) y la segunda, 
en la que se refl ejan las cualidades o virtudes judiciales. 

El primer principio que proclama el documento es el 
de independencia, que -como ya se ha señalado- no es 
considerado un privilegio personal del juez, sino la conse-
cuencia del “derecho de todo ciudadano en una sociedad 
democrática a benefi ciarse de un poder judicial que es (y 
es visto como tal) independiente de los poderes legislati-
vo y ejecutivo y que ha sido establecido para salvaguardar 
la libertad y los derechos de los ciudadanos en el marco 

del Estado de Derecho”. El valor de la integri-
dad viene referido al desempeño del papel del 
juez en interés de la justicia y la sociedad, y se 
proyecta tanto en la vida pública como en la 
vida privada del juez. De acuerdo con el infor-
me, del principio de integridad judicial derivan 
dos deberes para el juez: el de probidad (que 
lleva al juez a abstenerse de cualquier compor-
tamiento indiscreto o descortés, y no solo de 
los comportamientos contrarios a la ley), y el de 
dignidad y honor (que determina el ejercicio de 
las funciones judiciales aplicando lealmente las 
normas de procedimiento, mostrando respeto 
hacia la dignidad de las personas y actuando 
en el marco del ordenamiento jurídico). 

El siguiente principio que proclama el in-
forme es el de imparcialidad, al que se otorga 
gran relevancia, toda vez que la imparcialidad 
(y su apariencia), junto con la independencia, 
se consideran esenciales para la efectividad del 
derecho a un proceso con todas las garantías. 
La imparcialidad es defi nida como “la ausencia 
de cualquier prejuicio o idea preconcebida a 
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Londres: Declaración 

sobre Ética Judicial

José Miguel García 

Moreno, Magistrado. 

Letrado del Servicio 

de Relaciones 

Internacionales del 

Consejo General del 

Poder Judicial de 

España

Del deber de diligencia se deriva que el juez ha de 
resolver en un plazo razonable (acomodado, por tanto, 
a la complejidad de la materia) los asuntos sometidos 
a su decisión, sin merma de la calidad de la resolución 
correspondiente. Se trata de un deber necesario para 
mantener la confi anza pública en la justicia y que el in-
forme vincula a la exigencia de formación judicial. 

El respeto y la capacidad de escuchar son otros valo-
res que la sociedad demanda del juez en el ejercicio de 
su función. El primero es defi nido en el informe como 
“la capacidad del juez para mostrar la debida conside-
ración hacia la posición de las personas y su dignidad”, 
mientras que la segunda supone “la aptitud del juez 
para prestar atención a la exposición de hechos y moti-
vación técnica realizada por las partes y sus abogados”. 
El siguiente deber judicial mencionado en el documen-
to es el de igualdad de trato, que exige al juez “conce-
der a cada cual aquello a lo que tiene derecho, tanto en 
el curso del proceso como en el resultado del mismo, 
reconociendo la singularidad de cada persona”. Se trata 
de un deber que no es incompatible con la aplicación 
de criterios de discriminación positiva si la constitución 
nacional, el derecho interno o las normas internacio-
nales así lo prevén. Los dos últimos deberes judiciales 
a los que se refi ere el informe son los de competencia 
y transparencia. La competencia es defi nida desde la 
perspectiva de la sociedad (a la que se reconoce el de-
recho a estar dotada de jueces con amplias capacidades 
profesionales), y la transparencia se confi gura como una 
forma de contribuir a la aceptación social de la justicia 
mediante la información sobre su funcionamiento, el 
régimen de audiencia pública de las actuaciones judi-
ciales, y el acceso de las partes a los procedimientos en 
igualdad de condiciones. 

En la segunda parte del informe se destaca que la 
complejidad del acto de juzgar impone la combinación 
de varias virtudes o cualidades personales para poder 
hacer justicia, y ello al margen de las singularidades de-
terminadas por la historia de cada país. Las cualidades o 
virtudes personales de las que el juez debe hacer gala, 
de acuerdo con el documento, son la sabiduría, la leal-
tad, la humanidad, el valor, la seriedad, la prudencia, y 
la capacidad de escuchar, comunicar y trabajar. Se trata 
de exigencias que no son específi cas de los jueces, pero 
que resultan esenciales para garantizar el derecho de 
cualquier ciudadano a un juez.

la hora de dictar sentencia o en el procedimien-
to previo a la sentencia”. Este principio obliga al 
juez a llevar una conducta profesional o personal 
que minimice las situaciones que puedan dar lu-
gar a su abstención o recusación. Los valores de 
reserva y discreción comportan un equilibrio en-
tre los derechos del juez en cuanto ciudadano y 
las restricciones vinculadas a su función. Se trata 
de unos valores que también se proyectan en la 
vida pública y en la vida privada del juez, pero 
interesa destacar que, según el documento, el 
deber de reserva no es incompatible con el papel 
pedagógico del juez en apoyo del ordenamiento 
jurídico (pues se halla en una situación ideal para 
explicar el contenido de las normas jurídicas y su 
aplicación), ni puede suponer una excusa para 
su inactividad. Así, el deber de reserva podría lle-
gar a ceder ante el deber de hablar claro movido 
por la indignación “cuando la democracia y las 
libertades fundamentales estén en peligro”. Este 
punto ha sido destacado como una importante 
novedad respecto de otros textos internacionales 
en materia de ética judicial. 
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   Juicios en la historia del Arte

A lo largo de la historia muchos 
han sido los juicios que han 
marcado el devenir de los tiem-

pos de las distintas culturas y civili-
zaciones. Las ideas y pensamientos 
que se extrajeron de algunos de estos 
procesos judiciales se divulgaron rá-
pidamente por el mundo debido a su 
importancia social, política y econó-
mica. La decisión del rey Salomón de 
Israel y su famoso veredicto en el caso 
del hijo disputado por dos supuestas 
madres ha llegado hasta nuestros días 
como un modo ejemplar de hacer Jus-
ticia, de dar a cada uno lo suyo. Lo que 
le corresponde, en este caso dando a 
una madre lo más preciado para ella, 
la vida de su hijo.

Sin embargo,  en los juicios de Só-
crates, Jesucristo y Juana de Arco se 
observa la injusticia y la intransigencia 
de la época hacia lo desconocido…

 Si el fi lósofo Sócrates hubiera su-
plicado clemencia, cuando fue acu-
sado de despreciar a los dioses y de 
corromper la moral de la juventud, lo 

más seguro es que el jurado hubiera 
modifi cado su decisión y no le habrían 
ejecutado. Murió por ingestión de ci-
cuta en al año 399 antes de Cristo. Su 
muerte no fue sólo el resultado de 
esta acusación, sino de  la antipatía 
que había suscitado en miles de hom-
bres de la ciudad más potente de su 
tiempo. Cuando llegó la hora del juicio, 
supo mirar con bravura al jurado po-
pular que lo condenó y decirle: «Pero 
es ya hora de marcharnos, yo a morir 
y vosotros a vivir. Quién de nosotros 
se dirige a una situación mejor es algo 
oculto para todos, excepto para Dios»

Jesucristo, también murió por de-
fender sus principios e ideales. Y acep-
to, en silencio, su injusta sentencia a 
muerte dictada por el procurador ro-
mano, Poncio Pilato, «quien se lavó las 
manos»,  acusado de blasfemo por ti-
tularse hijo de Dios. Tras ser traiciona-
do por uno de sus discípulos, llamado 
JUdas, Jesucristo fue crucifi cado en el 
monte Calvario. en compañia de dos 
ladrones. Sus apóstoles continuaron 
su doctrina.

También fue fi el a sus creencias la 
heroína y santa francesa, Juana de 
Arco (1412-1431), quien condujo a la 

Salomón de Peter Paul Rubens

Galileo Galilei  de Robert-Fleury Sócrates  de Jacques-Louis David

Juicio a Jesucristo  de JAntonio Ciseri

Serie Historias de la Justicia 



CUMBRE28 CUMBRE 29

victoria a las tropas galas contra bor-
goñeses e ingleses en la Guerra de los 
Cien Años. Tras ser hecha prisionera 
fue acusada de bruja y hereje. Y murió 
en la hoguera tras negarse durante 
más de tres meses a contestar a las 
preguntas de un tribunal inquisitorial. 
Las actas del proceso demuestran que 
se trató de un juicio sin opciones de 
defensa y de una acusación basada 
en argumentos endebles. Fue cano-
nizada en 1920.

Quien no tuvo ningún problema en 
renunciar a sus ideales para salvar-
se fue el físico Galileo. Este científi co 
sostenía  que era el Sol y no la Tierra, 
como afi rmaba la Biblia, el centro de 
nuestro sistema planetario, dando 
origen a la teoría heliocéntrica. Sin 
embargo, durante el juicio frente a la 
Santa Inquisición, Galileo se retractó 
de su teoría, que era cierta y salvó la 
vida. 

Estos juicios son muy conocidos a 
lo largo de la historia, pero sus sen-
tencias no son representativas de la 
Justicia tal y como la entendemos 
hoy, donde nadie puede condenado 
por sus creencias religiosas, políticas 
o culturales.   

Yolanda Rodríguez y 
Carlos Berbell 

Juana de Arco  de Jean August Dominique Ingres
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El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 
Judicial del Reino de España, y titular a su vez de la Secretaría 
Permanente de la Cumbre Judicial Iberoamericana, Carlos Dívar, 

inició el pasado mes de noviembre una gira por tierras australes.
Los objetivos de esta misión fueron:
 — Fortalecer los lazos personales con los Presidentes de la región 

con miras a la Cumbre Judicial Iberoamericana
— Preparar al más alto nivel las próximas ediciones que tendrán 

lugar en Argentina y en Chile. 
— Destacar ante las más altas instancias políticas la importancia 

de la Cumbre como foro de debate y de concertación de los Poderes 
Judiciales

La primera etapa fue Montevideo. Allí el Presidente mantuvo durante 
el día 8 diversos contactos con su homólogo de la Suprema Corte, 
Jorge Omar Chediak, y con sus ministros.

También fue recibido por el Secretario de la Presidencia, Dr. Alberto 
Breccia, en funciones de Presidente de la República, por ausencia de 
su titular.

Dívar aprovecho su visita para agradecer a la Suprema Corte el es-
fuerzo desplegado para la organización de la Asamblea Plenaria y de 
la Feria de Justicia y Tecnología de la pasada XV edición de la Cumbre.

Tras Montevideo, Buenos Aires fue el escenario de la segunda parte 
de la agenda presidencial, desarrollada a lo largo de los días 9 y 10.

Un encuentro con los Presidentes de la Corte y del Consejo argenti-
nos sirvió para sentar las bases para una colaboración efi caz de cara 
a la organización en 2012 de la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana, 
cuya secretaría pro tempore ostenta Argentina.

En el Congreso de la Nación Carlos Dívar fue recibido por el Presiden-
te de la Cámara, el Presidente de la Comisión de Justicia, el Secretario 
y otras personalidades relevantes del órgano legislativo.

La última etapa de la gira fue Santiago de Chile.
Allí se fi rmó el día 12 una declaración de intenciones para establecer 

un marco de cooperación entre los poderes judiciales de los dos países.  
Por parte chilena fi rmó D. Nibaldo Segura, Presidente en funciones 
por ausencia del titular Milton Juica.

Posteriormente Dívar y su delegación asistieron a un pleno de la 
Corte, donde tuvo lugar un intercambio de información sobre las 
recientes experiencias de ambos países para la modernización de 
los órganos judiciales y la mejora en la gestión de la administración 
de Justicia.

Asimismo el Presidente visitó al Ministro de Justicia,  Felipe Bulnes, 
con el cual departió ampliamente. Con carácter previo tuvo lugar 
un encuentro con el director y los jefes de área de la Corporación 
Administrativa del Poder Judicial.

Finalmente en el Palacio de la Moneda fue recibido por el Ministro 
del Interior y Vicepresidente, en funciones de Presidente de la Repú-
blica cuyo titular se encontraba de viaje ofi cial.

Terminó así un intenso viaje por las tierras australes del continente 
sudamericano, que ha potenciado las relaciones institucionales al 
más alto nivel de cara a las dos próximas Cumbres Judiciales Ibe-
roamericanas.

Carlos Dívar,  Presidente de la Secretaría Permanente 
de la Cumbre Judicial, visita tierras australes 

Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q Chile Q

Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q Uruguay  Q

Argentina  Q Argentina Q Argentina  Q Argentina Q Argentina  Q Argentina Q Argentina  Q Argentina Q Argentina  Q 
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Las “Reglas de 
Brasilia” sobre 
acceso a la 
Justicia de las 
personas en 
condición de 
vulnerabilidad 
son uno de 
los productos 
más exitosos, 
fruto de la 
cooperación 
y el diálogo 
entre los 
diferentes 
actores del 
sector.

Para el Poder Judicial de Costa Rica, es priori-
tario el acceso a la justicia de las personas en 

condición de vulnerabilidad, incluyendo a quie-
nes tienen una discapacidad física o mental. Este 
compromiso, adquiere especial relevancia a par-
tir de la ratifi cación, por la Corte Plena, en mayo 
de 2008, de las “Cien Reglas de Brasilia sobre el 
acceso a la justicia de las personas en condición 
de vulnerabilidad”, aprobadas en la XIV Cumbre 
Judicial Iberoamericana, realizada en Brasil, en 
marzo de 2008.

Hoy, es posible compartir proyectos y acciones 
en diferentes áreas, orientados a hacer realidad 
ese derecho en su doble dimensión: fundamen-
tal e instrumental, en el tanto, permite la tutela 
efectiva de cualquier otro. Por razones de espa-
cio, este artículo sintetiza los logros alcanzados, 
compartiendo una experiencia que recoge el es-
fuerzo de toda una Institución. 

Un primer paso es el funcionamiento de una 
Comisión, integrada por representantes insti-
tucionales de áreas estratégicas, para identifi -
car barreras y mecanismos a fi n de eliminarlas. 
Luego, se avanzó a la aprobación de una Políti-
ca Institucional, que aborda transversalmente 
la problemática y su correlativo Plan de Acción, 
incorporado en el Plan Estratégico Institucional 
2007-2011.

El más visible de los obstáculos es el arquitec-
tónico. En la actualidad, los últimos tres edifi cios 
que se construyeron, son totalmente accesibles. 
Cuentan, entre otros detalles, con rampas de 
ingreso, servicios sanitarios, ascensores (voz  y 
braille), interruptores de luz, llavines de puertas, 
altura y espacio de los mostradores. En la misma 
línea se han realizado las remodelaciones. Se 
implementó un piloto de señalización universal, 
visual, auditiva, pictórica, con maqueta, alfom-
bras de relieve, con el compromiso de replicarlo. 
En los edifi cios sin facilidades de acceso a pisos 
superiores, se destinó una ofi cina en la primera 
planta, para su atención. Se permite igualmente 
el desplazamiento de los funcionarios judiciales 
o el pago de un servicio de transporte especial.

La Biblioteca Judicial, además de eliminar las 
barreras arquitectónicas, cuenta con equipo y 
mobiliario ergonómico, teclados extragrandes, 
atriles, descansa pies, software que convierte el 
texto en voz, lámaras-lupa, por citar solo unos 
ejemplos. El personal fue capacitado para pres-
tar un servicio de calidad.

Se realizan constantes mejoras en las herra-
mientas tecnológicas, para permitir el acceso a 
las páginas Web t al servicio de gestión en línea 
(consulta de expedientes, presentar escritos por 
Internet). La página de la Comisión contiene  in-
formación relevante sobre las tareas realizadas y 
los derechos de esta población. Periódicamente, 
se instuye al personal encargado de las páginas. 
Los sistemas informáticos son compatibles con 
los programas Jaws y Dragon Speaker, utiliza-
dos por quienes tienen una discapacidad visual 
o motora. Los despachos judiciales, si fuere del 
caso, pueden facilitar esta herramienta. 

Anabelle León, 

Magistrada de la 

Corte Suprema de 

Justicia de Costa 

Rica.

Opinión

vídeo conferencias, charlas y talleres, en  todo 
el país, en muchas ocasiones, con participa-
ción de la población civil con discapacidad y 
un motivador ciego. La Escuela Judicial, inclu-
ye en sus cursos la perspectiva de derechos 
humanos. Más de doscientos funcionarios de 
diferentes áreas, han sido capacitados como 
facilitadores en el lenguaje de señas costarri-
cense.

A nivel normativo, se logró incluir un ar-
tículo en la Ley de Notifi caciones, donde se 
establece el derecho de las PcD a que se les 
notifi que por el medio que lo requieran. Se 
lideró un proyecto de ley, desarrollando la 
Convención sobre los derechos de las perso-
nas con discapacidad y se apoyó otro, sobre 
las excepciones a los derechos de autor. Se 
trabaja en la etapa fi nal de un reglamento in-
terno sobre la labor de los intérpretes.

Partiendo de las Cien Reglas de Brasilia, se 
han aprobado y publicado diversas directri-
ces y protocolos de atención en los actos y 
comparecencias judiciales relativas al entor-
no, lenguaje, apoyo interdisciplinario, protec-
ción especial y dignidad, entre otros.

A lo interno, se impulsó un protocolo para 
solicitar equipo especial, cuando así se re-
quiere. Un porcentaje de la partida del presu-
puesto de equipo y mobiliario, que se incre-
menta anualmente, se destina a la compra de 
material ergonómico, para sustituir en forma 
paulatina el actual. Se aprobó un modelo de 
reubicación laboral, para abordar  integral-
mente y con respeto a los derechos adquiri-
dos, los casos de funcionarios activos con al-
guna discapacidad sobreviniente, así como la 
modalidad de teletrabajo. Está en estudio, un 
proyecto de Política de Igualdad, que incor-
pora el enfoque de accesibilidad y género en 
el ámbito laboral, incluido el primer ingreso.

Este rápido recuento evidencia una clara 
voluntad institucional de garantizar el dere-
cho de acceso a la justicia de las PcD. En este 
camino no concluido, día con día se asumen 
nuevos retos con compromiso, entusiasmo y 
seriedad.

Al ingreso de los edifi cios hay banners, con 
braille sobre el texto, con la información de in-
terés. Se utiliza el correo interno para divulgar 
asuntos relevantes y el tercer día de cada mes 
-tres de diciembre es el día internacional de 
las PcD-, se envía un mensaje alusivo al tema. 
Hay una serie de desplegables sobre los servi-
cios brindados.  Anualmente, en convocatoria 
abierta, se rinde un informe de labores. Con 
alguna regularidad, se facilitan las instalacio-
nes para ferias de artesanos con discapacidad, 
a fi n de ofrecer sus productos.

La capacitación y la sensibilización son fun-
damentales para atender y suministrar el trato 
a que tienen derecho las PcD. En su aborda-
je, se han unido esfuerzos mediante cursos 
virtuales del Departamento de Gestión Hu-
mana, de obligada aprobación para nuevos 
funcionarios. La Comisión ha impartido un sin 
número de cursos presenciales, conferencias, 

Opinión

Acceso a la Justicia de las personas con 
discapacidad, un derecho impostergable

La Cumbre 
Judicial  
impulsó 
inicialmente 
la formación 
de una 
coalición 
inter-redes 
para la puesta 
en marcha de 
esta iniciativa 
trata de 
contribuir 
también a la 
difusión de 
los diferentes 
resultados 

Estas imágenes muestran 
algunos elementos de acce-
sibilidad de los que dispone 
la biblioteca  Judicial de Costa 
Rica, y que son una prueba de  
la implementación de las Re-
glas de Brasilea en ese país.
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Mi impresión es que ese Código Modelo está siendo poco 

a poco conocido. Por lo que yo he visto, las opiniones en 

relación con el mismo –con sus contenidos- son positivas. 

Lo que sería de desear es que se usara para juzgar a partir de 

él los comportamientos de los jueces. Por ejemplo, podría 

ser un instrumento útil para los periodistas que se enfrentan 

prácticamente a diario con asuntos que tienen que ver con 

los temas tratados –o regulados- en el Código: independen-

cia, imparcialidad, deber de confi dencialidad, etc. 

—¿Cuál es la situación de la ética judicial en España?

—La pregunta, me parece, es un poco ambigua. Podría en-

tenderse en el sentido de hasta qué punto los comporta-

mientos de los jueces españoles son conformes a la ética, o 

bien en el sentido de si se presta o no sufi ciente atención en 

España al estudio de la ética. 

En relación a lo primero, mi impresión es que en España, 

a diferencia de lo que ocurre en algunos países iberoame-

ricanos (subrayo: en algunos), no hay un problema de co-

rrupción judicial: los jueces actúan, en general, de manera 

razonablemente independiente, imparcial, etc.; no siempre 

es así, por supuesto, pero se trata de excepciones. Ahora 

bien, el comportamiento corrupto es el caso más grave de 

atentado contra la ética; pero hay otro tipo de comporta-

miento que, sin ser corrupto, no se adecua a los parámetros 

de lo que podríamos llamar un juez excelente, un buen juez: 

uno que motiva cuidadosamente sus decisiones, que no se 

desentiende de la marcha de la institución (del sistema ju-

dicial), que se esfuerza realmente por salvaguardar los de-

rechos fundamentales de la gente, etc. Pues bien, en España 

hay, por supuesto, jueces excelentes, pero probablemente 

no lo sean la mayoría. 

Y sobre el estudio de la ética, de la teoría ética (quizás la 

parte de la fi losofía que más se ha desarrollado en las últi-

mas décadas), me parece que esa es una de las principales 

lagunas en la formación de nuestros jueces. 

—España no tiene un Código de Ética. ¿lo necesita-

mos?

—Creo que sí, y por las razones que acabo de señalar en las 

contestaciones a las dos anteriores preguntas.

—¿Cómo valora el trabajo desarrollado por la Comi-

sión Iberoamericana de Ética Judicial a lo largo de sus 

primeros cuatro años de existencia?

—No lo conozco bien. Me parece que se ha hecho algo, pero 

por mi experiencia con jueces latinoamericanos, tengo la 

impresión de que no es aún una institución muy conocida y 

de que no ha logrado que el Código Modelo haya arraigado 

en la cultura judicial de nuestros países. Pero seguramente 

eso no se debe a una actuación defectuosa por parte de la 

Comisión. Hay muchos factores que difi cultan que pueda 

llevarse a cabo un cambio de cierta envergadura.

—Con el presente doctorado honoris causa Vd ya acu-

mula un total de cinco doctorados en universidades la-

tinoamericanas. ¿Cómo ve a la Justicia latinoamericana 

desde su posición de buen conocedor la realidad de la 

misma?

—No puedo decir que sea un buen conocedor de esa rea-

lidad. Tengo un contacto frecuente (a través de cursos y 

de conferencias) con jueces de diversos países latinoame-

Manuel AtienzaManuel Atienza

S
Manuel Atienza es uno de los viejos conocidos 

de la Cumbre Judicial Iberoamericana, ya que 

participó como corredactor en la elaboración 

del Código Modelo Iberoamericano de Ética 

Judicial, así como en las actividades desarrolladas en 

materia de integridad, transparencia y rendición de 

cuentas. Ahora, con ocasión la concesión del Docto-

rado Honoris Causa por parte de la Universidad de 

Valparaíso, nos hemos acercado de nuevo a él para 

entrevistarle. En primer lugar queremos felicitarle 

por el doctorado honoris causa que recientemente le 

ha sido concedido por la Universidad de Valparaiso. 

¿Qué signifi ca para Vd esta distinción?

—Ha sido una sorpresa. Como dije en el acto de la conce-

sión, una especie de regalo de Reyes Magos, anticipado. 

Ese tipo de regalos, como suele pasar con las distincio-

nes, tienen siempre algo de sorpresa y, en cierto modo, 

de injustifi cado. Pero, naturalmente, eso no quiere decir 

que no se agradezca. Aunque agradecer no presupone 

merecer.

—Entre los muchos méritos que han justifi cado la distin-

ción, se menciona sus trabajos para la Cumbre Judicial 

Iberoamericana, y entre ellos se destaca la participación 

en la redacción del Código Modelo Iberoamericano de 

Ética Judicial. ¿Cómo valora esta experiencia y los resul-

tados posteriores a la misma?

—Para mí fue una experiencia muy valiosa. Tuve la oportu-

nidad de conocer a muchos jueces del ámbito iberoamerica-

no y de discutir con ellos a propósito de cuáles deberían ser 

los contenidos mínimos de un código deontológico. Resultó 

reconfortante comprobar que era relativamente fácil poner-

se de acuerdo al respecto; o sea, que todos (o casi todos), 

con independencia de nuestras respectivas ideologías, pare-

cemos tener una misma idea en relación a qué signifi ca ser 

un buen juez, un juez excelente. En este sentido, el trabajo 

de redacción del código, del que nos encargamos funda-

mentalmente Rodolfo Vigo y yo, resultó incluso más fácil de 

lo esperado. Nuestras concepciones respectivas en fi losofía 

del Derecho no son para nada coincidentes, pero trabaja-

mos muy bien juntos.

Catedrático de Filosofía del Derecho de la Universidad de Alicante

«Sin la fi losofía del Derecho no hay manera de 

entender el Derecho y de actuar con sentido»

En clave personal...

Digános dos de sus libros preferidos :

 — Cualquier cosa que sea buena fi losof ía del 

Derecho les sería, en mi opinión, de gran provecho. 

Pero puestos a dar tres ejemplos de autores cerca-

nos: cualquiera de los libros de Nino (por ejemplo, su 

obra póstuma: Derecho, moral y política); la teoría 

de la argumentación jurídica de Alexy; o los escritos 

(también sobre razonamiento jurídico) de MacCor-

mick .

¿Qué tipo de música le gusta escuchar?

— Algún aria de opera, cantada por Kraus o por Fló-

rez.

Una frase preferida

— El hombre es la medida de todas las cosas.

Un consejo para jueces: 

— Esfuérzate por hacer justicia por medio del 
Derecho.

ricanos, pero nada más. De todas formas, sí puedo decir 

que, en mi opinión, la situación es bastante heterogénea: 

desde el punto de vista de la formación de los jueces y de 

la calidad de las sentencias. Por ejemplo, hay países cuyos 

índices de corrupción (en términos generales; no referidos 

a la judicatura) son, por así decirlo, “europeos” (Chile, por 

ejemplo, es un país menos corrupto que España). Mien-

tras que otros están entre los más corruptos del mundo (y 

es de suponer que también en relación con la judicatura). 

También quisiera agregar que, en mi opinión y hablando 

en general, los jueces latinoamericanos tienen una actitud 

de mayor apertura de la que puede encontrarse entre los 

jueces españoles.

—Vd ha consagrado su vida profesional a la fi losofía del 

derecho. ¿Qué le aporta la fi losofía del derecho al de-

recho?

—Creo que mucho, aunque no cualquier fi losofía del De-

recho. Entre los jueces (particularmente los jueces espa-

ñoles; los latinoamericanos, como antes decía, no suelen 

pensar así) es frecuente encontrarse con una actitud de re-

ticencia o de rechazo, porque ven la fi losofía del Derecho 

como una disciplina ajena por completo a su práctica. Y 

lo mismo podría decirse de los profesionales del Derecho 

en general. Dicho de manera esquemática: la fi losofía jurí-

dica debería permitir una visión de conjunto del Derecho 

y suministrar ciertas ideas –ciertos esquemas, si se quie-

re- sobre las cuestiones más básicas del Derecho: en qué 

medida consiste en normas; cuáles son las relaciones entre 

el Derecho, la moral y la política; cómo entender los proce-

sos de producción, aplicación e interpretación del Derecho; 

qué objetivos pueden lograrse a través del Derecho; en qué 

consiste el razonamiento jurídico; etc. Si se me permite un 

poco de jactancia profesional: sin la fi losofía del Derecho 

(lo que, por cierto, no quiere decir sin fi lósofos del Derecho 

profesionales) no hay manera de entender el Derecho y de 

actuar con sentido en los diversos escenarios jurídicos.  
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Más de 34 participantes, entre magistrados, 

directores de Escuelas y autoridades 

judiciales de IEl pasado día 3 de diciembre, en el mar-

co de la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado 

y de Gobierno celebrada en Mar del Plata (Argenti-

na), trece países iberoamericanos fi rmaron Convenio 

iberoamericano sobre el uso de la videoconferencia en 

la cooperación internacional entre sistemas de jus-

ticia y su Protocolo de Implementación. Firmaron el 

Convenio Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa 

Rica, El Salvador, Guatemala, España, Panamá, Para-

guay, Portugal y República Dominicana. Este convenio 

cristaliza el resultado de un trabajo que se inició hace 

ya dos años, en el marco de las acciones que desarrollan 

los países integrados en la Conferencia de Ministros de 

Justicia de los Países Iberoamericanos, específi camente 

en el ámbito de las “Nuevas Tecnología Aplicadas a la 

Administración de la Justicia”. Este quehacer conjunto 

responde a una necesidad y a una convicción asumida 

por los Ministros de la Justicia y autoridades homólogas 

iberoamericanas, referido a que los sistemas de justicia 

y la cooperación jurídica internacional solo pueden 

mejorar con un uso más decidido de las herramientas 

tecnológicas cuyo uso está ya generalizado en otros 

ámbitos. De esta forma, el uso de esta tecnología puede 

contribuir a reducir los espacios de impunidad y los 

tiempos de respuesta, a aminorar los costes de la acción 

de la justicia y a introducir más racionalidad en los pro-

cedimientos judiciales civiles, mercantiles y penales. 

Este Convenio refl eja el trabajo arduo y constante 

de coordinación y cooperación entre ministerios de 

justicia e instituciones homólogas, conscientes de la 

necesidad de responder conjuntamente a los desafíos y 

los problemas a los que se ve enfrentada la región ibe-

roamericana, que trascienden en muchos casos la capa-

cidad de respuesta nacional: la inseguridad ciudadana, 

el narcotráfi co o la corrupción son sin duda ejemplos 

de lo que signifi can estos desafíos. Pero también los 

procesos económicos están cada vez más entrelazados, 

al igual que lo están las sociedades, con fronteras cada 

vez más permeables y afectadas por procesos migrato-

rios o por medios de comunicación y de transmisión de 

información que no conoce de límites fronterizos. 

El Convenio viene a constituir una base jurídica inter-

nacional que facilita la cooperación jurídica mediante 

la utilización de la videoconferencia entre autoridades 

del espacio iberoamericano y a favorecer la celeridad en 

la realización de las diligencias de diversa naturaleza 

jurídica. Además, puede reforzar la confi anza entre ins-

tituciones que necesariamente tienen que coordinarse 

para resolver casos de carácter transnacional. 

A manera de ejemplo, la videoconferencia en los pro-

cesos penales se constituye en una herramienta valiosa 

que permite que testigos o víctimas protegidas, que 

presten declaración o testimonio en un país residiendo 

Convenio Iberoamericano para el uso de la 
videconferencia en el ámbito judicial

en otro, sin necesidad de trasladarse al país donde es re-

querido y donde su vida, como consecuencia del delito que 

se investiga, puede llegar a correr peligro. De esta forma, 

puede facilitar las investigaciones y procesamientos contra 

delincuentes de criminalidad organizada. En estos casos, 

el uso de la videoconferencia en la cooperación internacio-

nal contribuye notablemente a la reducción de espacios de 

impunidad garantizando la acción de la justicia y la efectiva 

protección a sus ciudadanos. Además, la videoconferencia 

reduce visiblemente los costos en los procesos judiciales con 

trascendencia internacional si se compara con las impli-

caciones económicas de trasladar a un testigo de un país a 

otro para que rinda su declaración. 

El Convenio no impone obligaciones fi nancieras previas o 

de carácter tecnológico a ninguno de los países que lo fi rme. 

Por el contrario, lo que ofrece es un conjunto de reglas, 

simples y efi caces, para que la videoconferencia resulte una 

herramienta de uso común en el contacto entre autorida-

des de diferentes países del espacio iberoamericano, en su 

esfuerzo de aplicar la justicia. 

Resulta evidente la necesidad de trabajar con tenacidad y 

de manera constante para fortalecer el estado de derecho, 

para reducir la impunidad, para proteger mejor los dere-

chos de los ciudadanos, especialmente de aquellos más 

vulnerables y para mejorar las condiciones económicas en 

las que se desarrollan los mercados. Pero muchas veces los 

deseos no se corresponden con políticas públicas efi caces, 

viables y coherentes que vayan, paso a paso, consolidando y 

mejorando el funcionamiento de las instituciones, espe-

cialmente de aquellas que tienen una responsabilidad más 

directa en la solución de los problemas de los ciudadanos. 

Consolidar instituciones implica tejer normas y acciones, 

que funcionen, que contribuyan a resolver tanto pequeñas 

como grandes parcelas de la acción humana, que sirvan 

para facilitar y agilizar procesos, y que ayuden en la adapta-

ción a las nuevas circunstancias y a la innovación constan-

te. 

La fi rma de este Convenio constituye un paso importante 

para mejorar la capacidad de las instituciones públicas ibe-

roamericanas de aliviar de manera efi ciente los problemas 

de sus ciudadanos mediante el uso de las tecnologías y una 

mayor efi ciencia de la cooperación jurídica internacional. 

Víctor Moreno Catena

Secretario General de la COMJIB

Foto ilustrativa de la fi rma del Convenio. En primera fi la de izquierda a derecha:  El Secretario General Iberoamericano, Enrique V. Iglesias , el  Minis-

tro de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de Argentina, Cancillare Héctor Marcos Timerman; el Ministro de Justicia y Derechos 

Humanos de Argentina, Julio Alak; y el Secretario General del la  COMJIB, Víctor Moreno Catena.
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En los 3 días, 
han sido 
presentados 
9 paneles 
por más de 
30 ponentes, 
conducidos 
por 
miembros 
destacados 
de los 
Poderes 
Judiciales 
participantes.

Un pool de más de 30 órganos y entidades de 
la magistratura y de la academia iberoame-

ricana han apoyado el congreso. Destacan es-
pecialmente los principales órganos del Poder 
Judicial de Colombia, país sede del congreso: 
Suprema Corte, Consejo Superior de Judicatura 
– CSJ y Corte Constitucional.

Participaran como co-realizadores del en-
cuentro: El Consejo General del Poder Judicial 
– CGPJ (España), Conselho Nacional de Justiça 
- CNJ (Brasil), Justice Studies Center of the Ame-
ricas (JSCA-CEJA), órgano de la Organización de 
los Estados Americanos - OEA, Escola Nacional 
da Magistratura (Brasil), Conselho Nacional das 
Escolas de Magistratura do Trabalho – CONE-
MATRA (Brasil), Ministério Público do Trabalho 
(Brasil), Secretaria Especial de Direitos Humanos 
da Presidência da República (Brasil), Tribunal 
Regional do Trabalho do Estado de Minas Ge-
rais (Brasil), Tribunal Regional do Trabalho do 
Paraná (Brasil), Tribunal Regional do Trabalho 
do Estado do Rio de Janeiro (Brasil), Tribunal Re-
gional Federal da 4ª Região (Brasil), Universidad 
de Barcelona (España) y Programa Consolider – 
El Tiempo de los Derechos – URI-AGE (España).

Han participado en el Congreso más de  200 
jueces y magistrados de 13 países de América 
del Sur, Centroamérica, Caribe, México y Espa-
ña, de todas las instancias de los Poderes Judi-
ciales iberoamericanos; el Congreso se ha rea-
lizado en una encantadora capilla colonial del 
Hotel Santa Teresa Charleston, en sitio privile-
giado del Caribe colombiano.

El tema central del Congreso ha sido la cons-
trucción del espacio judicial latinoamericano. 
En los 3 días, han sido presentados 9 pane-
les por más de 30 ponentes, conducidos por 
miembros destacados de los Poderes Judiciales 

participantes. Todos los paneles contaron con  
un relator, que ha cristalizado la suma de las 
ponencias y debates en los anales del congreso. 
Una síntesis de los trabajos puede ser vista en la 
página Web de REDLAJ: www.REDLAJ.net .

Desde el eje temático principal, los paneles 
han tratado de variadas materias, a saber: Tri-
bunal de Justicia Latinoamericano, internacio-
nalización de la formación de los jueces y ma-
gistrados, Derechos ambientales, Expediente 
electrónico, Filosofía del derecho en el marco 
de la transnacionalización, derechos sociales 
en América Latina, Gobierno del Poder Judicial, 
Ministerio Público Fiscal en el espacio latino-
americano y incluso sobre la Cumbre Judicial 
Iberoamericano. Este último tema ha sido im-
partido por tres Presidentes de Supremas Cor-
tes: Don Aníbal Raúl Salas Céspedes (Panamá), 
Don Jorge Omar Chediak González (Uruguay) y 
Don Vicente Troya Jaramillo (Ecuador).

Además de la Carta de Cartagena, que se pue-

José Eduardo de Resende 

Chaves Júnior, Presidente 

de la Red Latinoamericana 

de Jueces – www.REDLAJ.

net. Magistrado Auxiliar de 

la Presidencia del Consejo 

Nacional de Justicia de 

Brasil – CNJ.

Opinión

la Judicial de la Integración de América Latina pueden 
entrar en contacto directamente con REDLAJ por medio 
electrónico (redlaj@redlaj.net) para conocer  mayor in-
formación, inclusive el cronograma de implantación.

Los Tribunales y Poderes Judiciales Iberoamericanos 
interesados en fi rmar un convenio con el Tribunal brasi-
leño, para recibir, de forma totalmente gratuita, el soft-
ware de grabación audiovisual de audiencias, pueden  
comunicarse a la misma dirección electrónica con RE-
DLAJ (redlaj@redlaj.net).

El Perú ha sido elegido como sede del V Congreso Ibe-
roamericano sobre Cooperación Judicial.  Los magistra-
dos peruanos ofrecen ser anfi triones de un gran  Congre-
so con enlaces en  Lima, Arequipa y Cuzco, en noviembre 
de 2011, que con seguridad también será un éxito. En 
breve estará on line la página Web del congreso: www.
redlaj.net/peru, con mayor información. 

Los congresos sobre cooperación judicial que realiza 
REDLAJ confl uyen con los altos objetivos de la Cumbre 
Judicial Iberoamericana, y además los complementan, 
difundiendo la idea de integración en los órganos de la 
base de del Poder Judicial. La idea de la cooperación ju-
dicial es un nuevo paradigma para las relaciones interna-

cionales, que busca trascender las barreras burocráticas 
tradicionales,  para conectar a los Poderes Judiciales de 
manera más directa e informal, y, de ese modo, imprimir  
celeridad y efi cacia a los actos procesales transfronteri-
zos.

Los jueces y magistrados que tengan interés en  inscri-
birse en la Red Latinoamericana de Jueces, pueden ha-
cerlo por medio del formulario disponible en la dirección 
electrónica a continuación: http://www.redlaj.net/novo-
site/index.php?option=com_content&view=article&id=
58&Itemid=27    

de acceder por la dirección de internet (www.redlaj.net), 
el congreso ha logrado 2  productos muy concretos: (i) la 
creación de la Escuela Judicial de la Integración de Amé-
rica Latina y (ii) el Tribunal Federal Laboral del Estado de 
Paraná, Brasil ha puesto a disposición, de todos los pode-
res judiciales iberoamericanos interesados, un avanzado y 
premiado sistema informático de grabación audiovisual de 
audiencias judiciales (sistema Fidelis), de forma totalmente 
gratuita.

 Las escuelas judiciales, tribunales, jueces y magistrados 
interesados en participar de la construcción de la Escue-

Opinión

Cooperación Judicial 
en Cartagena de Indias

Entre los días 23 a 25 de noviembre de 2010, la Red 
Latinoamericana de Jueces – REDLAJ – entidad obser-
vadora ofi cial de la Cumbre Judicial Iberoamericana, 
ha realizado su  4º congreso sobre cooperación judicial, 
con total éxito, en Cartagena de Indias, Colombia, perla 
colonial, declarada Patrimonio de la Humanidad. Los 
tres congresos anteriores han sido realizados en España 
(Barcelona), Chile (Santiago) y Brasil (Fortaleza).

Sobre estas líneas, el Consejo Directivo de la Red Latinoamericnaa de Jueces (REDLAJ).
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Ari Pargendler: un nuevo impulso 

para Brasil y para Iberoamérica

Su Hoja de Vida...
Funções Atuais

 — Ministro do Superior Tribunal de Justiça a partir 

19/6/1995.

 — Presidente do Superior Tribunal de Justiça a partir 

de 3/9/2010

Principais Atividades Exercidas

— —Professor da Faculdade de Direito da Universi-

dade Federal do Rio Grande do Sul, em Porto Alegre, 

função que exerceu até 1995, quando se licenciou para 

assumir o cargo de Ministro do STJ.

—Juiz do Tribunal Regional Federal da 4ª Região em 

1989, tendo sido Presidente da Comissão que elabo-

E
l Ministro Ari Pargendler fue designado Presi-

dente del Tribunal Superior de Justicia de Bra-

sil (STJ) a partir del pasado 3 de septiembre de 

2009.

Pargendler  que es Ministro del STJ desde junio de 

1995, tiene una larga y exitosa trayectoria profesional.

Fue abogado desde 1969 a 1972, año este último en el 

que fue nombrado Procurador (Fiscal) de la República. 

Posteriormente se desempeñó como Procurador Jefe 

del Estado de Rio Grande do Sul.

En 1976 fue nombrado Juez Federal y de 1980 a 1982 

ejerció como miembro del Tribunal Regional Electoral.

Ha sido profesor de la Facultad de Derecho de la Uni-

versidad de Rio Grande do Sul y director de la Revista 

de Jurisprudencia del Tribunal Regional Federal de la 4ª 

región.

Ya como Ministro del STJ se ha desempeñado como 

coordinador general de la Justicia Federal entre 2003 y 

2005, ha sido miembro del Consejo de Administración 

y de la Comisión de Jurisprudencia del STJ, Vicepresi-

dente de dicho alto tribunal y del Consejo de la Justicia 

Federal.

En el ámbito internacional el Ministro Pargendler se 

ha desempeñado como miembro de la Comisión Ibe-

roamericana de Ética Judicial, creada por la Cumbre 

Judicial Iberoamericana, durante cuatro años. En este 

contexto sus aportaciones han sido de gran trascenden-

cia para la defi nición y el éxito de las numerosas activi-

dades que se han puesto en marcha por dicha comisión, 

tales como la creación del Premio Iberoamericano al 

Mérito Judicial, o el concurso internacional sobre traba-

jos doctrinales relativos al Código Modelo, la adopción 

de nuevos Códigos de Ética en Panamá y en Brasil.

Sin duda esta experiencia internacional de Pargend-

ler será de gran valor de cara a su acción en el marco 

de la Cumbre Judicial Iberoamericana. En efecto, desde 

su toma de posesión como Ministro Presidente del STJ 

de Brasil, Ari Pargendler ha pasado a ser miembro de 

la Asamblea de Plenaria de Presidentes y Presidentas 

que constituye el máximo exponente de la cooperación 

y concertación entre los Po-

deres Judiciales de la región 

iberoamericana.

No nos cabe la menor duda 

de que a través del Ministro 

Pargendler la Cumbre Judi-

cial Iberoamericana va a se-

guir contando con las valio-

sas aportaciones que desde 

Brasil se han venido llevan-

do a cabo en pro de la mejo-

ra de la Justicia de la región, 

y que sin duda redundan en 

el fortalecimiento del Estado 

Democrático de Derecho y 

el bienestar de la ciudadanía.

Brasil destaca actualmente 

por su capacidad tecnoló-

gica, que se viene manifes-

tando en numerosos pro-

yectos que afectan al ámbito 

judicial. El dinamismo que 

vive en estos momentos la 

modernización del sistema 

judicial es perfectamente 

visible a partir de las dife-

rentes ediciones del Premio 

Innovare, a través del cual 

se reconocen iniciativas que 

aportan valor y defi nen me-

joras perceptibles y decisivas 

para el buen funcionamiento 

y la calidad del sistema.

Es por ello que el Poder 

Judicial brasileño constituye 

un socio de alto valor para 

la comunidad judicial ibe-

roamericana.

Desde la revista “Cumbre” 

queremos desearle Ministro los mejores éxitos en su 

nueva responsabilidad, y nos sentimos satisfechos y or-

gullosos de contar con su valiosa colaboración para se-

guir fortaleciendo a Iberoamérica a través de uno de sus 

pilares básicos: la Justicia.

rou o Regimento Interno daquele Tribunal.

—Membro da comissão examinadora dos 2º, 3º e 4º con-

cursos públicos para provimento do cargo de Juiz Federal 

no âmbito da 4ª Região - 1992/1994.

—Diretor da Revista de Jurisprudência do Tribunal Re-

gional Federal da 4ª Região. 

—Autor de A Assistência da União Federal coleção AJU-

RIS - 14, Porto Alegre, 1979.

Presidente da 3ª Turma do STJ - Biênio 11/2000 - 11/2002.

Coordenador-Geral da Justiça Federal, período 8/2003 - 

6/2005.

Membro da 2ª Seção, da 3ª Turma e da Corte Especial 

do STJ. 

—Membro do Conselho de Administração do STJ. 

—Membro da Comissão de Jurisprudência do STJ.
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iberoamericana.

E
l vocal supremo César San Martín 

fue elegido presidente de la Corte 

Suprema por la Sala Plena del Po-

der Judicial para el periodo 2011-

2012 en reemplazo de Javier Villa Stein.

El nuevo Presidente es Doctor en 

Derecho. Catedrático de Pre y Post Grado 

de la Pontifi cia Universidad Católica del 

Perú, la más importante del país. Doctor 

Honoris Causa de la Universidad Nacional 

de San Agustín (Arequipa). Magistrado 

de carrera, fue nombrado Juez de la Corte 

Suprema de Justicia el año 2004 por el 

Consejo Nacional de la Magistratura. 

San Martín es asimismo Profesor 

principal y miembro del Consejo Directivo 

de la Academia de la Magistratura desde 

el año 2005. Presidió además la Sala 

Penal Permanente de la Corte Suprema, 

la segunda Sala Penal Transitoria y la 

Sala Penal Especial que juzgó y condenó 

al ex presidente de la República, Alberto 

Fujimori.

Autor de diversos libros, está 

considerado como el especialista en 

Derecho Procesal Penal  más importante 

del Perú, siendo el promotor del Código 

Procesal Penal actualmente vigente en 

el país, así como de múltiples Plenos 

Jurisdiccionales  con cobertura nacional 

en la materia. Es y ha sido expositor en 

diversos congresos en diversos países de 

América Latina y ha tenido estancias de 

investigación o capacitación en España, 

Alemania, Estados Unidos, México y 

Argentina.

Su labor ha recibido hasta hoy múltiples 

reconocimientos, entre los cuales se puede 

destacar a la Orden Peruana de la Justicia 

en el grado de Gran Cruz; su designación 

por el Diario “El País” de España como 

uno de los cien protagonistas del año 

2009; o su nombramiento por el Diario 

“La República” (Lima, Perú) como una de 

las dos fi guras centrales del año 2010 en 

nuestro país.

La Cumbre Judicial Iberoamericana 

se honra en dar la bienvenida a su galería 

de Presidentes y Presidentas a tan ilustre 

personalidad. Estamos convencidos de 

que el Poder Judicial peruano seguirá 

siendo, ahora con San Martín en la primera 

magistratura, un actor esencial de la 

concertación y la cooperación judicial. 

César San

Martín 

Nuevo Presidente 

de la Corte 

Suprema de 

Justicia del Perú

M 
éxico tiene desde el pasado 3 de enero a 

un nuevo Presidente al frente de la Su-

prema Corte de Justicia y del Consejo 

de la Judicatura Federal. Deseamos des-

de “Cumbre” todos los éxitos al  Ministro Silva Meza, y 

estamos convencidos de que nuestra organización se-

guirá contando con los numerosos y valiosos aportes 

que tradcionalmente se han llevado a cabo desde el Po-

der Judicial mexicano en el seno de la Cumbre Judcial 

Iberoamericana.

Nació en México, D.F., el 13 de septiembre de 1944. 

Estudió la licenciatura en Derecho en la Universidad 

Nacional Autónoma de México. Se tituló el 21 de agosto 

de 1970 con la tesis: “El Artículo 333 del Código Penal”. 

 A partir de 1970, se ha desempeñado como: Secre-

tario en el entonces único Tribunal Colegiado del Pri-

mer Circuito en Materia Penal; Secretario de Estudio y 

Cuenta de la Suprema Corte, Salas Auxiliar y Primera; 

Juez Octavo de Distrito en Materia Penal del Distrito 

Federal; Magistrado del Tribunal Colegiado del De-

cimotercer Circuito en Oaxaca, Oax.; Magistrado del 

Segundo Tribunal Unitario del Primer Circuito; a pro-

puesta del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación la Comisión Permanente del Congreso de la 

Unión lo designó Magistrado Propietario de la Sala de 

Segunda Instancia del Tribunal Federal Electoral. 

El Senado de la República lo designó Ministro el 26 

de enero de 1995, asumió el cargo el 1o. de febrero si-

guiente: Quedó adscrito a la Primera Sala Penal-Civil.

Ha sido catedrático (por oposición) de Nociones 

de Derecho Positivo Mexicano en la Escuela Nacio-

nal Preparatoria de la Universidad Nacional Autóno-

ma de México; también por oposición, desde 1972 es 

profesor de la Facultad de Derecho en la Universidad 

Nacional Autónoma de México de Derecho Penal. En 

la División de Estudios de Postgrado, así como en el 

Instituto Nacional de Ciencias Penales, a nivel Maes-

tría, ha impartido los cursos de Derecho Penal, Fiscal 

y Delitos Fiscales, Profesor de Derecho Penal y Pro-

cesal Penal del Instituto de Especialización Judicial. 

Es coautor de las obras “Dinámica del Procedimiento 

Penal, el Amparo Penal Directo e Indirecto. Metodo-

logía para el Control y Seguimiento” y “Derechos Fun-

damentales”.

Manuel N. Silva 

La Suprema Corte de 

Justicia y el Consejo 

de la Judicatura de 

México tienen un 

nuevo Presidente 
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D
el 28 al 30 de noviembre pasado se llevó a 

cabo en Brasilia - Brasil,  el VIII Seminario 

Internacional de Gestión Judicial, «Planea-

miento estratégico y tecnológico frente al 

nuevo perfi l de las demandas contemporá-

neas».  El propósito principal de estos encuentros han sido 

promover un espacio para la presentación y análisis de los 

avances en materia de Gestión Judicial,  en busca de mejores 

prácticas, experiencias y lecciones aprendidas, todas ellas 

presentadas por diferentes países líderes en las reformas y 

procesos  judiciales de la Región. 

En el acto inaugural  se contó con la presencia del Minis-

tro Ayres Brito, Vicepresidente de STF y CNJ quien enfatizó 

la importancia de abrir la gestión de los Poderes Judiciales a 

las innovaciones tecnológicas, siendo esa convivencia posible 

y  garantizando con ello la seguridad jurídica.

Para Cristián Riego de CEJA  es importante defi nir cuál 

va a ser la agenda futura de la Gestión Judicial en America 

Latina,   esto por cuanto surgen nuevas necesidades como 

lo es las reformas procesales integradas a la función del 

despacho, el surgimiento y manifi estaciones de demandas 

sociales de acceso a la justicia y el dialógo que debe persistir 

entre la reforma procesal y la tecnología, así como la inte-

gración de más agencias al servicio al ciudadano, quienes 

lo que esperan es una solución inmediata a sus confl ictos.

Así mismo la Ministra Eliana Calmon comentó de la
importancia que tiene la creación de un órgano que tenga
a cargo la dirección y administración del Poder Judicial.

El señor Fernando Carrillo-Flórez del Banco Interame-

ricano de Desarrollo,  manifestó que es un buen momento 

para hacer un alto en el camino para saber donde estamos 

y hacia donde vamos.  Indica que viene una decada donde 

España y Dr. Antonio Carlos Alves Braga,  Juiz de Direito 

Auxiliar do CNJ, panel moderado por Paulo de Tarso Tam-

burini Souza del Consejo Nacional de Justicia.

Al mismo tiempo el showroom fue inaugurado  con la 

presentación de una de las ponencias seleccionadas como 

buena práctica, correspondiente a Cumbre Judicial Iberoame-

ricana,  bajo el Programa TIus, en donde se expusieron los 

cinco proyectos que están realizandose en el marco de este 

programa.

Además de la  Planifi cación Estratégica  se abordó el tema 

del  «Impacto de las Experiencias de Buenas prácticas de uso 

de TICS en la gestión judicial», donde claramente es notable 

como las reformas judiciales en la región están orientadas a 

la implementación de la Oralidad en los procesos judiciales 

apoyados en los Tribunales Electrónicos Cero Papel  y en la 

tecnología óptima para ello.   Existiendo una concertación en 

la mayoría de los expositores de la importancia y relevancia 

que tiene el  uso de las tecnologías de la información en todos 

estos procesos de modernización judicial.

Además el escenario de este Seminario sirvió de marco 

para que CEJA presentara  el «Indice de Accesibilidad a la In-

formación a traves de Internet», el cual bajo una metodología 

de medición  de información considerada básica y relevante,  

identifi can un conjunto de categorías que consideran deben 

estar presentes en toda página Web de los Poderes Judiciales 

y  los Ministerios Públicos de los países que conforman la 

Organización de Estados Americanos (OEA), esto dada la 

importancia del derecho de acceso a la información para el 

ejercicio de los derechos del ciudadano, ocupando Panamá un 

importante primer lugar, seguidos de Costa Rica, Chile y Perú.

Una vez fi nalizado el Seminario se puede concluir que 

soplan vientos de cambio en la gestión judicial de los Poderes 

Judiciales Iberoamericanos, donde ya se van sustituyendo 

diferentes conceptos,   ahora es común escuchar  el término 

«Carpeta Electrónica» en lugar del poco a poco fenecido 

«Expediente en papel», se denota la tendencia al  desarrollo 

de Sistemas de Información  Judiciales Transaccionales donde 

se promueve la tramitación de procesos en línea,  así como  

Sistemas de Gestión Judicial que almacenan las grabaciones 

de audio y video de las audiencias y juicios realizados -sin 

necesidad de generar sentencias escritas-.  Donde como bien 

lo manifestaron la mayoría de los expositores, las reformas 

de los procesos judiciales deben ir integradas con el uso de 

las tecnologías de la información,  tal y como lo indicó el Dr. 

Luis Paulino Mora, «La utilización de las Tecnologías de 

Información debe ser de forma inteligente, pues una mala 

utilización puede fortalecer las debilidades que tratan de 

superarse».

es importante hablar de buen gobierno, cual es la forma de 

producir políticas públicas y como estás pueden ser orien-

tadas a un ambiente de servicio social al ciudadano.

El día 29 se iniciaron las jornadas  presentándose de forma 

paralalela experiencias bajo la metodologías de Seminario 

en el Salón Principal del evento  y el Showroom en salón 

contiguo.

El panel inaugural cuyo tema fue «La importancia de la 

planifi cación estratégica y la Tecnología en las Cortes Su-

premas de las Américas» , contó con la magistral exposición 

del Dr. Luis Paulino Mora, Presidente de la Corte Suprema 

de Justicia de Costa Rica,  contando a su vez con interesan-

tes comentarios realizados por los señores Dr. Ives Gandra 

Martins Filho - Ministro del Tribunal Superior de Trabajo 

Dr. Jose de la Mata. Director General de Modernización de 

la Administración de Justicia del Ministerio de Justicia de 

VIII Seminario Internacional de gestión Judicial

Patricia Bonilla
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«Se cumplieron 
las expectativas»

Cristian Riego 
Director Ejecutivo del Centro de Estudios 

Jurídicos de las Américas

—¿Cuál es el balance que Vd haría del evento?

— En el VIII Seminario Internacional de Gestión Judicial, se identifi can tanto 

fortalezas como aspectos de mejora, que como CEJA adoptamos el desafío 

de mejorar e implementar año a año, todo con el fi n de lograr una efectiva 

transferencia de prácticas destacables del Sector Justicia.

un mayor y mejor acceso a la Justicia.
— En general, ¿se recurre a la planifi cación estra-

tégica en el seno de los poderes judiciales para dar 

respuesta a los principales desafíos planteados?. 

¿Cuáles serían a su juicio las principales debilida-

des que se evidencian en los diferentes modelos 

de gestión?

— La Planifi cación Estratégica es una metodolo-

gía gerencial y de gobierno que las institucio-

nes del Sector dominan y aplican suficien-

temente bien.

La principal debilidad es, que su aplicación no 

está focalizada en los resultados e impactos, pues 

muchas veces se transforma en un ejercicio for-

mal, cuyos planes y proyectos –derivados de las 

defi niciones estratégicas- no se miden y anali-

zan en un contexto de satisfacción de usuarios, 

efi ciencia económica y evaluación del personal 

para su efectivo logro.

— ¿Cree que sería conveniente repetir de forma 

periódica un congreso de estas características? 

¿Cuáles serían sus sugerencias para futuras edi-

ciones?

— El Seminario Internacional de Gestión Judicial 

ha demostrado que cuenta con el interés de las 

instituciones del Sector Judicial a nivel regional, 

así como con un alto poder de convocatoria. 

Los concursantes a la selección de ponencias 

se contabilizan año a año por cientos (en esta 

edición fueron de 440 personas de diversas ins-

tituciones). Por ello, su repetición anual pasa a 

ser una responsabilidad y compromiso que tiene 

CEJA con la divulgación, transferencia de buenas 

prácticas y articulación de redes colaborativas.

Como se mencionó anteriormente: (i) necesidad 

de generar mayor interactividad entre ponentes y 

asistentes, para una más efectiva transmisión de 

buenas prácticas y (ii) necesidad de innovar en 

la estructura de “discurso”, hacia estructuras de 

mayor nivel de interacción entre los asistentes.
— ¿Por qué CEJA optó por hacer el Octavo Semi-

nario Internacional de Gestión Judicial en Brasil?

— El Seminario Internacional de Gestión Judicial 

organizado por el Centro de Estudios de Justicia 

de las Américas, CEJA, que en sus versiones 

anteriores se ha realizado en Chile, Costa Rica, 

Nicaragua, El Salvador, Perú, Paraguay, y Argen-

tina, se ha convertido en un espacio propicio para 

presentar y analizar los avances que en distintos 

ámbitos ligados a la gestión judicial, han ido de-

sarrollando los países de América Latina, y tam-

bién para conocer la forma en que estos temas 

son abordados de manera muy particular en los 

países anfi triones. Brasil, tanto por sus avances 

en gestión judicial como en la implementación 

de las Tecnologías de Información y Comunica-

ciones al servicio del sector justicia, corresponde 

a una práctica muy relevante de compartir con 

los países de la Región. En esta octava versión del 

Seminario, esta opción pudo concretarse gracias 

a la iniciativa y enorme esfuerzo desplegado por 

el CNJ, tanto a nivel institucional como de sus 

autoridades, a las cuales, aprovecho de agradecer 

el trabajo en conjunto.

En cuanto a las fortalezas, podemos mencionar: 

Intercambio de experiencias de primera mano, 

no solo en las instancias de paneles principales 

y ponencias seleccionadas, sino también en las 

instancias de relacionamiento personal entre po-

nentes y asistentes.; innovaciones incorporadas 

en la VIII versión: showroom con una serie de 

experiencias destacables que, en futuras versiones, 

debiera ir derivando talleres de trabajo más inte-

ractivos.; articulación de redes de contactos con 

múltiples objetivos que van, desde la transferencia 

de lecciones aprendidas en diversos proyectos y 

programas institucionales, hasta la posibilidad 

de co-ejecución o colaboración técnica de otros; 

transmisión, comprensión e incorporación del 

estado del arte de aspectos de gestión judicial a 

nivel regional.; comparativa del nivel de desarrollo 

en aspectos de gestión específi cos entre institu-

ciones similares, con fi nes de mejora continua de 

estrategias y procesos institucionales, entre otros.
—En cuanto a los desafíos para futuras versiones 

del Seminario, se pueden citar:

—Necesidad de generar mayor interactividad 

entre ponentes y asistentes, para una más efec-

tiva transmisión de buenas prácticas; necesidad 

de innovar en la estructura de “discurso”, hacia 

estructuras de mayor nivel de interacción entre 

todos los asistentes. Con todo, creemos –desde 

CEJA-, que el balance es altamente positivo ya que 

se cumplieron las expectativas en la discusión de 

los contenidos y en el interés por participar. Esto 

se refl ejó en los más de 440 personas representa-

tivas de 16 países que asistieron y en el interés en 

participar del concurso regional, donde recibimos 

90 trabajos. 
— ¿A su juicio cuáles serían las conclusiones más 

relevantes que se han obtenido?

— Al respecto, y de manera general, podemos ci-

tar los siguientes: La gestión es un “instrumento” 

de gobierno así como de administración de las 

instituciones del Sector Judicial, que adecuada-

mente implementada (desde su alineamiento con 

la planifi cación estratégica hasta su instrumen-

tación de la medición), permitirá prestar cada 

vez mejores servicios judiciales a los ciudada-

nos, con mayor énfasis en sectores vulnerables 

de la población; se debe innovar en técnicas y 

métodos que permitan satisfacer las demandas 

jurisdiccionales actuales, en un escenario de ma-

yor tasa de judicialización de distintos ámbitos o 

materias a nivel regional, que presionan al Sector 

Judicial por respuestas efectivas que requieren el 

uso efi ciente de recursos; existe una necesidad 

de planifi car de manera inclusiva no solo intra-

institucionalmente, sino también de a nivel inter-

institucional generando equipos de defi niciones 

en distintos niveles entre los diversos operadores 

y servicios auxiliares; las Tecnologías de Infor-

mación y Comunicaciones, ha pasado de ser sis-

temas que colaboran con las tareas rutinarias, a 

instrumentos estratégicos que adecuadamente 

utilizados, sufi cientemente sofi sticados y esca-

lables (en su permanente mejora y desarrollo), 

son hoy en día la herramienta que permitirá dar 

«Más de 440 personas, 

representando a 16 

países, tomaron 

parte en el Seminario 

y se recibieron 90 

trabajos»
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Luis Paulino Mora
Presidente de la Corte Suprema de Costa Rica 

«Existe una generalizada insatisfacción ciudadana en una justicia que se percibe como lenta, burocrática, lejana, cara, 

sin compromiso social, que no contribuye con el afi anzamiento democrático en que estamos inmersos y tampoco aporta al 

desarrollo social, político y económico de nuestros pueblos».

«No podemos continuar empleando los mismos métodos y estructuras que nos han llevado al estado actual de la situación».

«Para emprender el cambio hay que planifi carlo debidamente.  Se debe tener clara la misión y la visión de la institución para 

gestionar ese cambio.  Deben tenerse claro los objetivos, la forma en que se lograrán, los recursos materiales y humanos con que 

se cuenta; debe saberse quienes liderarán los procesos y de qué forma se medirá el avance o retroceso que se presente en él».

«Hemos visto como en diferentes países se han empleado nuevas formas para organizar el despacho judicial, abandonando la 

organización artesanal que nos legara la Corona en la conquista, en ello se encuentra fuertemente comprometido a este mo-

mento el Gobierno del Reino de España».

«Se trata de ir a una verdadera oralidad, con un proceso a base de audiencias en las que se sanea el procedimiento, se reciben 

las pruebas y se dicta la sentencia; con utilización de nuevas tecnologías para documentar las actuaciones y olvidando el uso 

del papel, del expediente tradicional, que tanta lentitud le ha impuesto a las actuaciones procesales». 

«La supresión de la escritura conlleva que ensayemos con nuevas formas de documentar las actuaciones procesales, ahora 

no se redactarán actas para hacer constar lo que se vio en una reconstrucción de hechos o en una inspección ocular, para 

ello está la fi lmación de lo acontecido; tampoco es necesario levantar un acta sobre lo ocurrido en una audiencia, para 

ello podemos recurrir a la videofi lmación de la actividad».

«El cambio debe ser debidamente gestionado, para ello además de haberlo concebido debidamente, resulta indispen-

sable constituir un grupo multidisciplinario de acción, con expertos en todas las materias que incidan en el cambio; 

por ahora diré que la mayoría de los cambios no provienen del campo del derecho, los planifi cadores,  informáticos, 

ingenieros de sistema, analistas políticos, sociólogos, estadísticos, deben constituirse en forjadores del cambio, pues 

están legitimados junto con los jueces y abogados, para la búsqueda de soluciones».

«Deben tenerse sistemas confi ables de medición de lo realizado, la información actualizada es indispensable para la 

toma de decisiones, a efecto de establecer si se debe profundizar el cambio, cambiar las estrategias, variar el rumbo, 

emplear correctivos, etc».

«Un sistema de valoración de la justicia, para que se acerque a estándares de calidad es necesario».

«El costo de la reforma ha servido como excusa para que algunos no hayan afrontado aún los retos que la moder-

nización conlleva».

Pensamientos, desde 

la reflexión, sobre el 

VIII Seminario 

Internacional de 

Gestión Judicial 
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